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SENTENCIA T-292 
mayo 10 de 1999 

DEBIDO PROCESO PUBLICO SIN DILACIONES INJUSTIFICADAS 
-Paz social/ORDEN JUSTO-Paz social 

El artículo 29 de la Carta hace referencia expresa, como parte del derecho fundamental 
en cabeza de toda persona, a "un debido proceso público sin dilaciones injustificadas ", de 
tal manera que la observancia de los términos judiciales es factor esencial para garantizar 
la no vulneración de aquél. Es imposible alcanzar un orden justo cuando los jueces no 
resuelven los litigios de manera oportuna. La dilación de términos judiciales, como una de 
las muchas manifestaciones de la ineficacia estatal, produce desasosiego en quienes acuden 
ante los tribunales, promueve en ellos el sentimiento de abandono y de impotencia para 
hacer valer sus derechos y, por contera, fomenta elfenómeno de impartir justicia por propia 
mano, el cual va atado al problema de la violencia, que tan graves características presenta 
en Colombia. Así, es la paz social, la que está en juego cuando los conflictos no pueden ser 
resueltos por los medios pacíficos que el sistema jurídico ha previsto para tal efecto. 

DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA 
-Puntos de vista formal y material 

La garantía de acceder a la administración de justicia, no puede concebirse desde una 
óptica simplemente formal o restrictiva que la circunscriba a la facultad del particular de 
acudir ftsicamente ante la Rama Judicial -de modo que se le reciban sus demandas, escritos 
y alegatos y se les dé trámite-, sino que es necesario entenderla desde un punto de vista 
material, esto es, como la posibilidad que tiene toda persona de poner en marcha el aparato 
judicial, en el entendido -imprescindible para que se pueda hablar de la efectividad de 
aquélla- de que la autoridad competente resuelva el asunto que le ha sido planteado, y de 
que lo haga oportunamente. 

MORA JUDICIAL-Alcance 

ESTADO DE DERECHO-Resolución extemporánea de controversias por jueces 

La vigencia del Estado de Derecho, cuyo concepto se refiere a la idea de que tanto las 
autoridades como los gobernados estén sometidos al imperio de las normas y no al propio 
capricho o interés, no se agota con la expedición de un catálogo de reglas que guían la 
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conducta de los individuos, sino que supone, además, que dicha normatividad sea ejecutada 
y aplicada. Así, pues, si quien tiene el deber constitucional de aplicar las normas al caso 
concreto para definir el Derecho, dilata en el tiempo dicha función, hace inoperante el 
sistema jurídico e imposible la organización política que en él se funda. Tan lesiva para los 
ciudadanos es, bajo esta óptica, la falta absoluta de administración de justicia, o su denega-
ción, como la resolución extemporánea, tardía y ya inoficiosa de las controversias que 
llevan ante los jueces. 

JUSTICIA-Debe impartirse oportunamente 

No se puede hablar de verdadera justicia cuando ésta se imparte tardíamente, cuando se 
ha incurrido en una dilación de tal magnitud que al dictarse la sentencia ésta pasa a 
convertirse en un simple texto carente de capacidad para producir efectos en la realidad. Es 
frecuente que por el paso del tiempo, en circunstancias como las descritas, para el momento 
del fallo ya los involucrados en el proceso hayan capitulado en su fe hacia el sistema, 
entronizando, como es de suponer, el desorden institucional, y sobreponiendo la fuerza al 
Derecho. 

MORA JUDICIAL-Origen injustificado 

MORA JUDICIAL-Justificación extraordinaria 

Las situaciones, para que configuren justificación en cuanto a la mora del juez, deben ser 
examinadas en cada caso específico con el carácter extraordinario que les corresponde, 
tanto por el juez de tutela como por el disciplinario, con un sentido exigente y sin laxitud, 
con el fin de impedir que la extensión de las razones justificativas convierta en teórica la 
obligación judicial de resolver con prontitud y eficacia. Solamente una justificación debi-
damente probada y establecida fuera de toda duda permite exonerar al juez de su obligación 
constitucional de dictar oportunamente las providencias a su cargo, en especial cuandq de 
la sentencia se trata. La justificación es extraordinaria y no puede provenir apenas del 
argumento relacionado con la congestión de los asuntos al despacho. Para que pueda darse 
resulta necesario determinar en el proceso de tutela que el juez correspondiente ha obrado 
con diligencia y cumplido a cabalidad la totalidad de sus obligaciones constitucionales y 
legales, de modo tal que la demora en decidir sea para él el resultado de un estado de cosas 
singularizado y probado que se constituya en motivo insuperable de abstención. 

MORA JUDICIAL-Orden para proferir sentencias 

Referencia: Expediente T-187857 

Acción de tutela incoada por Jorge Quintero Forero, María Mery Martínez y Jorge Quintero 
Martinez Contra Astrid Arboleda Fernández, Magistrada del Tribunal Contencioso Adminis-
trativo de Caldas. 

Magistrado Ponente: Dr. JOSE GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO 

Aprobada en Santa Fe de Bogotá, D.C., a los diez (10) días del mes de mayo de mil novecien-
tos noventa y nueve (1999). 
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Procede la Corte a revisar los fallos proferidos en el asunto de la referencia por la Sala de 
Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales y por la Sala Civil y Agraria 
de la Corte Suprema de Justicia. 

LINFORMACIONPRELIMINAR 

JORGE QUINTERO FORERO, MARIA MERY MARTINEZ y JORGE QUINTERO 
MARTINEZ, mediante apoderado judicial, presentaron demanda de tutela contra la doctora 
ASTRID ARBOLEDA FERNÁNDEZ, Magistrada del Tribunal Administrativo de Caldas, por 
estimar violados sus derechos al debido proceso y a una eficaz, pronta y cumplida administra-
ción de justicia. 

Los peticionarios actúan como parte demandante dentro de un proceso ordinario de repa-
ración directa promovido ante el Tribunal Administrativo de Caldas. Alegaron que el 5 de julio 
de 1996 el respectivo expediente entró al Despacho del Magistrado MARIO GOMEZ IDARRAGA 
para elaborar proyecto de fallo. 

Señalaron que el doctor Gómez se retiró de esa Corporación judicial sin haber decidido el 
litigio, y que fue reemplazado por la doctora ASTRID ARBOLEDA FERNÁNDEZ, quien se 
posesionó como Magistrada el 18 de junio de 1997. 

Los actores se quejaron de la circunstancia de que, hasta la fecha de instauración de la 
acción de tutela en referencia, aún no se hubiese dictado sentencia, a pesar de que ante la 
funcionaria demandada y ante su predecesor elevaron sendas peticiones de oportunidad (ar-
tículo 43 del Decreto 2651 de 1991), las cuales fueron declaradas improcedentes bajo el argumento 
de que no se podía violar el derecho a la igualdad de las partes en los procesos judiciales. 

Los demandantes recordaron que el artículo 211 del Código Contencioso Administrativo 
otorga al magistrado ponente un término de 40 días para registrar el proyecto de sentencia, 
plazo que en este caso se ha rebasado ampliamente, ya que han pasado más de 500 días 
hábiles: 230 a cargo del doctor GOMEZ IDARRAGA y 270 a cargo de la Magistrada ARBOLE-
DA FERNÁNDEZ. 

Aseveraron que "la mora se volvió un mal endémico en los despachos del Tribunal Admi-
nistrativo de Caldas y los procesos disciplinarios nada logran contra ese mal que ha corroído 
la administración de justicia...", y dijeron que la acción de tutela se ha convertido en el único 
instrumento idóneo para forzar el pronunciamiento judicial. 

Por tal motivo, los actores solicitaron al juez constitucional ordenar a la doctora ARBOLE-
DA que, en el término de 48 horas o en un plazo prudente, registre el proyecto de fallo relativo 
al proceso 940825040. 

La mencionada funcionaria se opuso a las pretensiones de la demanda de tutela, pues 
adujo a su favor el exceso de trabajo. 

IL DECISIONES JUDICIALES OBJETO DE REVLSION 

La Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales, mediante 
providencia del 9 de septiembre de 1998, negó la tutela puesto que, a su juicio, la conducta 
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omisiva de la autoridad demandada tenía plena justificación, teniendo en cuenta las particula-
res circunstancias de congestión en que se encontraba el despacho. 

En primer lugar el Tribunal hizo varias precisiones acerca del término para dictar sentencia 
en el proceso contencioso administrativo al que se ha venido haciendo a1sión. Señaló que el 
asunto había entrado al despacho para proferir fallo el 5 de julio de 196, y que según lo 
prescribe el artículo 211 del C.C.A., modificado por el 50 del Decreto 234 de 1989, se debe 
registrar el respectivo proyecto dentro de los cuarenta (40) días siguientes. La Sala, Sección o 
Subsección -agregó- cuenta con un plazo de veinte (20) días para decidir. 

Además -dijo el Tribunal- era necesario tener en cuenta que debido al ca*nbio de magistra-
do, los términos habrían de ser contados otra vez a partir de la fecha de posesión en el cargo de 
la nueva funcionaria (18 de junio de 1997), de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 124 del 
C. de P. C., por lo que el término para decidir venció el 15 de agosto de 1997. 

Consideró el Tribunal que tanto el Decreto 2651 de 1991 como la Ley 446 de 1998 establecen 
la obligación para los jueces de dictar las sentencias respetando el orden en que los procesos 
hayan entrado al despacho. También hizo alusión a los principios que orientan las actuaciones 
administrativas, como los de economía, celeridad, oficiosidad y eficacia. Además, citó algunos 
deberes de los funcionarios judiciales contemplados en la Ley Estatutaria de la Administración 
de Justicia (artículo 153), destacando aquellos que hacían referencia al cumplimiento de térmi-
nos. 

El juez de instancia negó la tutela con base en los siguientes argumentos (se transcriben 
sólo algunos apartes del fallo): 

"...durante el lapso corrido entre los días 18 de junio de 1997, fecha de la posesión de la 
accionada como Magistrada del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Caldas y el 24 
de agosto de 1998, día anterior a aquel en que se presentó la demanda mediante la cual se 
instauré la presente acción de tutela, que comprende catorce (14) meses y siete (7) días, al 
despacho de la funcionaria judicial en mención ingresaron trescientos cuatro (304) procesos y 
salieron doscientos cincuenta (250), lo que permite establecer que en tal período, respecto de 
los negocios que entraron por primera vez al despacho a su cargo, se produjo un índice de 
evacuación del 82.2368421%. 

Por otra parte, de los mismos formularios se desprende la realización, por parte de la doctora 
ARBOLEDA FERNANDEZ, durante el mismo lapso de: 

Trabaj.os  

Autos interlocutorios 	 498 

Autos de sustanciación 	 545 

Sentencias 	 105 

Salvamentos de voto 	 14 

Aclaraciones de voto 	 11 

Subtotal 	 173 
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Actividades  

Sesiones de audiencias 	 159 

Sesiones de Sala 	 181 

Subtotal 	 340 

Otros 

Comisiones 

Recibidas 	 11 

Evacuadas 	 8 

Gran total actuaciones 	 1.521 

DIAS HABILES: 	 275 

Del 18 de junio/97 

Al 24 agosto/98 

PROMEDIO DIARIO LABORES 

(Total Actuaciones día hábiles -sic-): 	 5.53090909 

Lo anterior demuestra con total nitidez que durante los doscientos setenta y cinco (275) 
días hábiles que comprende el período corrido entre la posesión de la accionada y el día en que 
se instauró la presente acción de tutela, aquella ejerció sus funciones en forma efectiva, eficaz 
y eficiente, por cuanto cumplió un gran número de actividades, que demuestran que con su 
gestión ha cumplido los requerimientos que su cargo le exigen, más, si se tiene en cuenta que 
aquella no es inferior a la que han ejecutado sus tres (3) compañeros de sala...". (folios 435-436 
del expediente) 

El Tribunal concluyó: 

"...resulta manifiesto para esta Sala que el retardo que se presenta en el despacho de la señora 
Magistrada accionada para dictar sentencia en el proceso ORDINARIO de Reparación Directa 
instaurado por los aquí accionantes y otras personas, que se distingue con la radicación No. 
940825040, es justificado, dado que aquél se ha producido por acontecerse que aquella no ha 
podido vencer con una gestión aceptable y diligente, que se deriva de una labor desempeñada 
con una capacidad normal de trabajo, ante el exceso de negocios que ha tenido para diligenciar y 
fallar, respecto de los cuales no solo aquellos cuyo trámite se encuentra en estado de que se dicte 
sentencia, exigen el cumplimiento de unos precisos términos señalados por la ley, los que deben 
ser atendidos en conjunción Con aquellos, para evitar un completo descalabro en la ejecución de 
sus labores, pues la suspensión de todos los trámites en los procesos, para efecto de dictar las 
sentencias pendientes y atrasadas, permite vislumbrar un caos mayúsculo al que se viene pre-
sentando en el despacho judicial a cargo de la accionada. Por ello, con su proceder no ha 
incurrido en la omisión que se le ha imputado, para que se consideren vulnerados con ella los 
derechos fundamentales de los accionados, atrás detallados". (fi. 444) 

Después de recordar las funciones asignadas al Consejo Superior de la Judicatura por la 
Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (arts. 63, 75 y 87), agregó el Tribunal: 

681 



T-292/99 

"...tan sólo cuando al funcionario judicial se le otorgan unas condiciones viables para 
ejercer sus funciones, con una carga razonable de trabajo, puede llegar a cumplir aquellas en 
los términos que exigen la Constitución y la ley y demostrar que, con la plenitud de sus 
capacidades, puede cumplir la noble misión de administrar una pronta y cumplida justicia" 
(folio 446) 

La Sala Civil y Agraria de la Corte Suprema de Justicia, mediante fallo del 16 de octubre de 
1998 confirmó la decisión de primera instancia por cuanto estimó que la dilación era justificada: 

"Considera esta Corporación acertadas las conclusiones a las que llegó el Tribunal a quo, 
acerca de la excesiva carga laboral que soporta el despacho de la accionada, no por causas 
endilgadas a ella, y también sobre el trabajo que ha logrado evacuar, incluyendo las actuacio-
nes que en el ejercicio de su labor ha desarrollado, comparándolas con las de sus tres compañeros 
de Sala, que la coloca en tercer lugar en el Indice de Evacuación, pero superándolos en el 
promedio de trabajo elaborado a diario, mas aún teniendo en cuenta, que trabajó diez días 
hábiles menos que sus compañeros, por cuanto inició sus labores el 18 de junio de 1997. 

Así, pues, para verificar si en el presente caso media justificación para el retardo que se le 
endilga a la Magistrada, basta atenerse al informe estadístico de trabajo allegado al expediente 
y sobre el particular cabe además recordar que de conformidad con la normatividad vigente es 
deber de las autoridades judiciales decidir acerca de los asuntos pendientes en el orden en que 
hayan ingresado a su despacho, salvo motivos especiales de prelación, a los que la ley en 
forma expresa les ha atribuido ese carácter, y el turno para la consideración de tales asuntos se 
determina por mandato legal para el común de los casos, de acuerdo con la secuencia cronológica 
de ingreso al despacho, para el correspondiente estudio, pautas éstas que en el caso presente 
no obra evidencia ninguna de que hayan dejado de observarse con perjuicio para el accionante, 
al observarse que al momento de recibir su cargo, el proceso objeto de esta tutela, se encontra-
ba en el turno 160, y en la actualidad se encuentra en la posición 107". 

En sede de revisión esta Sala pidió a la funcionaria demandada que informara si la omisión 
que generó la instauración de la acción en referencia había cesado o no. 

Mediante oficio N° 6 del 15 de abril del presente año, la doctora ASTRID ARBOLEDA 
FERNANDEZ contestó que todavía no se había dictado sentencia y que el proceso se encon-
traba en el turno 68 para dicho efecto. 

fiL CONSIDERACIONES DELA CORTE CONSTiTUCIONAL 

1. Competencia 

Esta Sala es competente para revisar los fallos en referencia, de acuerdo con lo prescrito en 
los artículos 86 y 241 de la Carta Política yen el Decreto 2591 de 1991. 

2. El derecho de acceso a la administración de justicia implica también que ésta se imparta 
pronta y oportunamente La mora judicial es una forma de violar el derecho fundamental al 
debido proceso. El orden social justo y el imperio del Derecho sólo se pueden alcanzar si 
existe una eficaz administración de justicia. Procedencia de la tutela para obligar al juez 
moroso a decidir. Unicamente la justificación de la dilación excluye el amparo. Carácter 
excepcional y estricto de la justificación. 
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El cumplimiento de los términos judiciales debe analizarse en relación directa con el dere-
cho al debido proceso y con el de acceso ala administración de justicia. Asimismo es necesario 
señalar que el acatamiento de los plazos judiciales constituye un elemento indispensable para 
alcanzar la convivencia pacífica y el orden justo, los cuales han sido consagrados en la Cons-
titución de 1991 como fines esenciales del Estado (artículo 1°). 

En efecto, el artículo 29 de la Carta hace referencia expresa, como parte del derecho funda-
mental en cabeza de toda persona, a "un debido proceso público sin dilaciones injustificadas", 
de tal manera que la observancia de los términos judiciales es factor esencial para garantizar la 
no vulneración de aquél. De igual forma, el artículo 228 ibídem prescribe en relación con la 
administración de justicia que "los términos procesales se observarán con diligencia y su 
incumplimiento será sancionado" y, por su parte, el artículo siguiente establece la garantía de 
acceder a la administración de justicia, la cual no puede concebirse desde una óptica simple-
mente formal o restrictiva que la circunscriba a la facultad del particular de acudir físicamente 
ante la Rama Judicial -de modo que se le reciban sus demandas, escritos y alegatos y se les dé 
trámite-, sino que es necesario entenderla desde un punto de vista material, esto es, como la 
posibilidad que tiene toda persona de poner en marcha el aparato judicial, en el entendido - 
imprescindible para que se pueda hablar de la efectividad de aquélla- de que la autoridad 
competente resuelva el asunto que le ha sido planteado, y de que lo haga oportunamente. 

Lo anterior está en concordancia con el principio de eficiencia en la prestación de los 
servicios públicos (artículo 365 C.P.) y con el de efectividad de los derechos (artículo 2° ibídem). 

Al tratar el tema de la mora judicial, la Corte ha dicho: 

"La Constitución Política de 1991 está inspirada, entre otros muchos, en el propósito defi-
nido de erradicar la indeseable costumbre, extendida entre los jueces pero también entre otros 
funcionarios públicos, de incumplir los términos procesales acarreando a los destinatarios de 
la administración de justicia toda suerte de perjuicios en el ejercicio de sus más elementales 
derechos. 

Desde el punto de vista de las finalidades buscadas por la Carta Política en vigor, es 
suficiente recordar que en el Preámbulo de la misma se contempla el aseguramiento de la 
justicia y el logro de un orden justo como objetivos esenciales del sistema político que en ella 
se funda, al paso que en el artículo 1° se reconoce la prevalencia del interés general como una 
de las bases del Estado Social de Derecho y en el 2° aparece la garantía de efectividad de los 
derechos y deberes consagrados en la Constitución como uno de los fines del Estado. La 
misma disposición confía a las autoridades de la República la función de asegurar el cumpli-
miento de los deberes sociales del Estado, uno de los cuales es sin duda el de brindar a los 
asociados una pronta y cumplida justicia, tal como lo indica el artículo 228, a cuyo tenor es una 
función pública. 

El mencionado artículo 228 alude de manera directa al tema que nos ocupa y estatuye de 
modo perentorio: "Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento 
será sancionado". Esta norma debe interpretarse en relación con el artículo 6° de la Constitu-
ción, relativo a la responsabilidad de los servidores públicos por omisión en el ejercicio de sus 
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funciones y con el 256 Ibídem, que al enunciar las atribuciones del Consejo Superior de la 
Judicatura, confía a este organismo la de "llevar el control de rendimiento de las corporaciones 
y despachos judiciales". 

En cuanto al derecho de la persona afectada por la omisión, de manera específica se confi-
gura una obstrucción indebida para el acceso a la eficaz administración de justicia (artículo 
229), derecho este cuyo carácter fundamental es para la Corte innegable, habida cuenta de su 
necesaria vinculación con otros derechos tales como la vida, la integridad personal, la libertad, 
el debido proceso, la igualdad ante la ley, la propiedad, el trabajo, el derecho a la personalidad 
jurídica y el libre desarrollo de la personalidad, entre otros, pues la realización concreta de estas 
depende en grado sumo de la celeridad con que actúen los jueces en el cumplimiento de la 
misión que les ha encomendado el Constituyente. 

Considera la Corte, que no se trata únicamente de velar por el cumplimiento de los términos 
por sí mismo ya que él no se concibe como fin sino como medio para alcanzar los fines de la 
justicia y la seguridad jurídica, sino de asegurar que, a través de su observancia, resulten 
eficazmente protegidos los derechos de los gobernados, muy especialmente el que tienen 
todas las personas en cuanto a la obtención de pronta y cumplida justicia" (Cfr. Corte Consti-
tucional. Sala Tercera de Revisión. Sentencia T-431 del 24 de jumo de 1992. M.P.: Dr. José 
Gregorio Hernández Galindo) 

En Sentencia posterior se afirmó: 

"Los términos judiciales tienen por objeto la fijación de límites legales al lapso que pueden 
tomarse los jueces para resolver acerca de los asuntos que se les confían. 

La jurisdicción no puede operar adecuadamente ni cumple la tarea que le es propia si los 
procesos se extienden indefinidamente, prolongando la indefinición de los litigios y controver-
sias y atentando gravemente contra la seguridad jurídica a la que tienen derecho los asociados. 

El acceso a la administración de justicia, como lo ha dicho esta Corte, no debe entenderse 
en un sentido puramente formal, en cuya virtud pueda una persona acudir a los tribunales, sino 
que radica sobre todo en la posibilidad real y verdadera, garantizada por el Estado, de que 
quien espera resolución -ya por la vía activa, ora por la pasiva- la obtenga oportunamente. 

La función del juez exige, desde luego, un tiempo mínimo dentro del cual establezca, me-
diante la práctica y evaluación de pruebas, la veracidad de los hechos objeto de sus decisiones, 
y también demanda un período de reflexión y análisis en torno a la adecuación del caso a las 
previsiones normativas, todo con el fin de asegurar que, en su genuino sentido, se hará 
justicia. 

Pero no es menos cierto que la decisión judicial tardía comporta en sí misma una injusticia, 
en cuanto, mientras no se la adopte, los conflictos planteados quedan cubiertos por la incerti-
dumbre, con la natural tendencia a agravarse, y no son resarcidos los perjuicios ya causados 
por una determinada conducta o por la persistencia de unas ciertas circunstancias, ni imparti-
das las órdenes que debieran ejecutarse para realizar los cometidos del Derecho en el asunto 
materia de debate, por lo cual la adopción de las providencias judiciales que permitan el avance 
y la definición de los procesos corresponde a un derecho de las partes, o de las personas 

684 



T-292/99 

afectadas, ya una legítima aspiración colectiva -la de asegurar el funcionamiento de la adminis-
tración de justicia-, cuya frustración causa daño a toda la sociedad. 

Así, pues, el lapso del que dispongan los jueces para arribar a la toma de decisiones, 
mediante providencias intermedias o definitivas, debe tener también un máximo, señalado en 
norma general previa, de tal manera que no quede al arbitrio del funcionario. 

Ello significa que los términos judiciales obligan tanto a quienes tienen la calidad de partes 
o intervinientes dentro de los procesos como a los jueces que los conducen. 

De allí que el artículo 228 de la Constitución haya dispuesto, como mandato perentorio, que 
los términos procesales se observarán con diligencia y que su incumplimiento será sanciona-
do" (Cfr. Corte Constitucional. Sala Quinta de Revisión. Sentencia T- 190 del 27 de abril de 1995. 
M.P.: Dr. José Gregorio Hernández Galindo). 

Si se interpretan estos derechos a la luz de los principios y valores constitucionales, se 
llega a la conclusión de que es imposible alcanzar un orden justo cuando los jueces no resuel-
ven los litigios de manera oportuna. La dilación de términos judiciales, como una de las muchas 
manifestaciones de la ineficacia estatal, produce desasosiego en quienes acuden ante los 
tribunales, promueve en ellos el sentimiento de abandono y de impotencia para hacer valer sus 
derechos y, por contera, fomenta el fenómeno de impartir justicia por propia mano, el cual va 
atado al problema de la violencia, que tan graves características presenta en Colombia. Así, es 
la paz social la que está en juego cuando los conflictos no pueden ser resueltos por los medios 
pacíficos que el sistema jurídico ha previsto para tal efecto. 

La vigencia del Estado de Derecho, cuyo concepto se refiere a la idea de que tanto las 
autoridades como los gobernados estén sometidos al imperio de las normas y no al propio 
capricho o interés, no se agota con la expedición de un catálogo de reglas que guían la 
conducta de los individuos, sino que supone, además, que dicha normatividad sea ejecutada 
y aplicada. Así, pues, si quien tiene el deber constitucional de aplicar las normas al caso 
concreto para definir el Derecho, dilata en el tiempo dicha función, hace inoperante el siste-
ma jurídico e imposible la organización política que en él se funda. Tan lesiva para los 
ciudadanos es, bajo esta óptica, la falta absoluta de administración de justicia, o su denega-
ción, como la resolución extemporánea, tardía y ya inoficiosa de las controversias que llevan 
ante los jueces. 

La omisión judicial supone, por otro lado, un atentado contra la idea de justicia, y afecta 
la seguridad jurídica, es decir, echa por tierra los dos principios básicos en que se funda el 
ordenamiento jurídico. No se puede hablar de verdadera justicia cuando ésta se imparte 
tardíamente, cuando se ha incurrido en una dilación de tal magnitud que al dictarse la senten-
cia ésta pasa a convertirse en un simple texto carente de capacidad para producir efectos en 
la realidad. Es frecuente que por el paso del tiempo, en circunstancias como las descritas, 
para el momento del fallo ya los involucrados en el proceso hayan capitulado en su fe hacia 
el sistema, entronizando, como es de suponer, el desorden institucional, y sobreponiendo la 
fuerza al Derecho. 

Ahora bien, es importante resaltar que la mora judicial que nuestra Constitución condena 
es aquella que tiene un origen "injustificado", según lo determina expresamente el artículo 29. 
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Al respecto esta Sala ha precisado: 

"El artículo 29 de la Constitución señala que hace parte de la garantía fundamental en él 
plasmada el derecho de todo sindicado a un debido proceso "sin dilaciones injustificadas". 

Esa norma, entendida en armonía con la del artículo 228, establece un principio general -el 
de obligatoriedad de los términos-, que únicamente admite excepciones muy circunstanciales, 
alusivas a casos en concreto, cuando no quepa duda del carácter justificado de la mora. La 
justificación, que es de alcance restrictivo, consiste únicamente en la situación probada y 
objetivamente insuperable, que impide al juez o fiscal adoptar oportunamente la decisión. 

Por otra parte, considera la Corte que las causas de justificación en la materia deben ser 
fijadas en la ley, razón por la cual no pueden obedecer a la caprichosa interpretación del 
funcionario de turno. 

Desde luego, vencido el término que no pudo cumplirse por el inconveniente justificado, 
resulta perentorio el trámite preferente para el asunto que no se alcanzó a decidir en tiempo. De 
allí que no pueda admitirse de ninguna manera el aplazamiento indefinido de la resolución, 
estando obligado el juez o fiscal, en ese excepcional evento, a otorgar prioridad al proceso que 
resultó afectado por la causa justificada. 

De lo anterior se concluye que la sóla referencia a una acumulación de procesos a conoci-
miento del juez o fiscal no constituye por sí misma, sin más evaluación, argumento suficiente 
para justificar la dilación en que se haya incurrido". (Cfr. Sentencia T-190 de 1995, ya citada). 

Resulta necesario reconocer que pueden darse circunstancias, ajenas a la incuria o la 
pereza del juez, en las que materialmente sea imposible resolver dentro de los términos judicia-
les, afectando obviamente al conjunto de quienes demandan o esperan decisiones de la 
administración de justicia. Y que en ocasiones el prolongado trámite de los procesos obedece 
a tretas, argucias o maniobras dilatorias de apoderados inescrupulosos. 

Pero esas situaciones, para que configuren justificación en cuanto a la mora del juez, deben 
ser examinadas en cada caso específico con el carácter extraordinario que les corresponde, 
tanto por el juez de tutela como por el disciplinario, con un sentido exigente y sin laxitud, con 
el fin de impedir que la extensión de las razones justificativas convierta en teórica la obligación 
judicial de resolver con prontitud y eficacia. 

Considera la Corte Constitucional que solamente una justificación debidamente probada y 
establecida fuera de toda duda permite exonerar al juez de su obligación constitucional de 
dictar oportunamente las providencias a su cargo, en especial cuando de la sentencia se trata. 
La justificación es extraordinaria y no puede provenir apenas del argumento relacionado con la 
congestión de los asuntos al despacho. Para que pueda darse resulta necesario determinar en 
el proceso de tutela que el juez correspondiente ha obrado con diligencia y cumplido a cabalidad 
la totalidad de sus obligaciones constitucionales y legales, de modo tal que la demora en 
decidir sea para él el resultado de un estado de cosas singularizado y probado que se consti-
tuya en motivo insuperable de abstención. 

3. El caso concreto 

En el proceso sub lite la funcionaria judicial contra la cual se dirige la acción alegó que su 
conducta tenía plena justificación debido al exceso de trabajo. Los tribunales de instancia 
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acogieron los argumentos expuestos por la Magistrada ARBOLEDA FERNANDEZ y, en tal 
virtud, decidieron no acceder a las pretensiones de la demanda de tutela. 

Ahora corresponde a la Corte examinar si en el presente asunto el incumplimiento de 
términos para proferir fallo se justifica o no, dentro de la perspectiva trazada en los párrafos 
precedentes, y si, en consecuencia, las decisiones judiciales se ajustaron a los preceptos 
constitucionales. 

En primer lugar debe afirmarse que evidentemente existe una mora judicial, puesto que el 
término para registrar proyecto de fallo, que según la ley es de 40 días, venció el día 15 de 
agosto de 1997, si se tiene en consideración que los plazos judiciales deben contarse nueva-
mente a partir de la fecha de posesión de la funcionaria entrante, es decir, a partir del 18 de junio 
de 1997. 

En cuanto a la causal de justificación que alega la Magistrada, debe reconocerse que existe 
una congestión de procesos que fue "heredada" de su predecesor, la cual presenta caracterís-
ticas tales que, no obstante la diligencia y la actividad de aquélla, resulta ser insuperable en las 
actuales condiciones y dentro del tiempo que la funcionaria lleva vinculada al cargo. Según las 
pruebas aportadas, la doctora ARBOLEDA ha mostrado un rendimiento normal desde que 
asumió el cargo y una conducta diligente en el desempeño de su labor, tal como lo entendieron 
también los tribunales de instancia, sin que razonablemente pueda exigírsele una mayor 
acuciosidad. Tampoco se puede pretender que sacrifique el contenido de los fallos para incre-
mentar su cantidad. Y, desde luego, al no podérsele endilgar una omisión en el ejercicio de sus 
funciones, tampoco se configura el presupuesto que, a la luz del artículo 86 de la Constitución, 
haga procedente la tutela. 

Para la Corte, existe entonces dilación en la resolución del asunto materia de proceso, pero 
ella resulta justificada, lo que descarta la vulneración del derecho al debido proceso, al menos 
por una conducta imputable a la juez demandada. 

En un caso similar al que ahora ocupa la atención de la Corte, la Sala Sexta de Revisión 
consideró: 

"De acuerdo a lo que aparece en el proceso, la mora judicial en que se incurre por la accionada 
tiene origen en la excesiva carga de trabajo que imposibilita cumplir su función judicial en forma 
pronta y oportuna, dentro de los términos legales ( ... ). De esta forma, en el asunto sub examine no 
se encuentra acreditado debidamente que la mora judicial alegada por la demandante tiene como 
causa una dilación injustificada. Por el contrario, ello obedece a las razones anotadas, con lo cual 
no sería procedente tutelar el derecho de la demandante frente a la ausencia de la comprobación 
de los hechos que se esgrimen como sustento de la acción instaurada. 

Por otra parte, es necesario señalar que, de concederse la presente acción de tutela con el 
único fin de que se profiera una decisión judicial que resuelva la situación de la demandante, se 
estaría de paso violando de manera flagrante el derecho a la igualdad de todas aquellas perso-
nas que teniendo un proceso para fallo -en el despacho de la magistrada demandada o de quien 
haga sus veces-, verían burlados sus derechos, así como el orden de llegada de los procesos, 
el cual asevera el mismo funcionario judicial, debe ser cumplido de forma estricta. Ante tal 
situación, la tutela resulta improcedente" (Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-502 del 8 de 
octubre de 1997. M.P.: Dr. Hernando Herrera Vergara). 
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Ahora bien, en el análisis del comportamiento de la Magistrada contra quien se dirige la 
tutela no puede faltar un elemento resultante de su obligación de observar el artículo 18 de 
la Ley 446 de 1998, que aun para la jurisdicción contencioso administrativa -en la que se 
autoriza al fallador para modificar excepcionalmente el orden en la resolución de los asuntos, 
exclusivamente en razón de su naturaleza o por la solicitud del Agente del Ministerio Público 
en atención a su importancia jurídica y trascendencia nacional, que no es el caso presente-
exige al juez, como una de sus obligaciones, "dictar las sentencias exactamente en el mismo 
orden en que se hayan pasado los expedientes al despacho para tal fin, sin que dicho orden 
pueda alterarse...". 

La norma —obsérvese— establece con claridad que la alteración del orden en referencia 
constituye falta disciplinaria. 

Esta Corte, al decidir sobre la exequibilidad del aludido precepto (Sentencia C-248 del 21 de 
abril de 1999. M.P.: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz), manifestó: 

"La norma demandada debe ser analizada a partir de la realidad en la que espera incidir. Esta 
realidad se caracteriza por un altísimo grado de congestión de los despachos judiciales y un 
incumplimiento generalizado de los términos procesales, el cual conduce a que los procesos 
sean resueltos muchos meses o años después de lo que deberían. En vista de estas circunstan-
cias, en las que se advierte que el derecho de los ciudadanos de acceder a la justicia es 
recortado por la práctica misma, lo que pretende la norma es que, incluso dentro de ese marco 
general de congestión e incumplimiento de términos, los asociados tengan certeza de que sus 
conflictos serán decididos respetando el orden de llegada de los mismos al Despacho para ser 
fallados. 

Es indiscutible que algunos procesos son más complejos que otros, que requieren más 
esfuerzo y tiempo para su solución, y que la atención que se brinde a los expedientes más 
complicados implica que los casos más sencillos deberán esperar más tiempo para ser resuel-
tos. Sin embargo, el derecho de todos los ciudadanos para acceder a la administración de 
justicia (C.P., art. 229) no puede ser aplicado de manera diferencial, de acuerdo con la simplici-
dad o dificultad de los conflictos que ellos presentan en busca de una solución. Todas las 
personas tienen el derecho a que sus problemas sean atendidos por la administración de 
justicia, independientemente del grado de dificultad de sus conflictos. Obsérvese, además, 
que en la práctica, dada la señalada congestión existente en la administración de justicia, la 
concepción expuesta por el actor conduciría a que los litigios complicados no fueran resueltos 
nunca, precisamente porque siempre habría que darle prioridad a los conflictos de menor 
dificultad. 

Como se ha indicado, todas las personas tienen el mismo derecho a que sus conflictos sean 
atendidos oportunamente por la administración de justicia. Dado el cúmulo de procesos que 
ocupan a los juzgados, es entonces preciso establecer un criterio para fijar el orden de atención 
a los mismos, criterio que debe ser razonable y respetar el derecho de igualdad. La norma 
demandada establece una pauta en ese sentido al determinar que los procesos serán fallados 
de acuerdo con el orden de ingreso al despacho para sentencia. Este criterio —conocido como 
el de la cola o el de la fila— respeta de manera general el derecho de igualdad, en la medida en 
que determina que los procesos serán fallados de acuerdo con el orden de ingreso, sin atender 
a criterios de clasificación sospechosos - tales como la condición social de las partes, la raza o 
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el sexo de las mismas, etc. - o a favoritismos inaceptables desde el punto de vista del derecho 
de igualdad. Asimismo, el criterio es razonable porque fija como punto de partida para la 
elaboración del orden en el que deben decidirse los casos el momento de ingreso de los mismos 
al despacho para el fallo, es decir, el momento en el que ya todos los procesos deben estar 
completos para proceder a dictar la sentencia. En ese instante, los procesos deben contar con 
todos los elementos necesarios para la emisión de la providencia y se encuentran, entonces, en 
una situación similar, si bien evidentemente algunas sentencias requerirán más elaboración 
que otras. 

(...) 

Para el caso de la jurisdicción contencioso administrativa el legislador consideró necesario 
permitir salvedades a la regla, que en todo caso deben ser justificadas, con base en la idea de 
que en los procesos que se adelantan ante esta jurisdicción se comprometen de manera general 
los intereses de la comunidad que conforma el Estado. Y si bien, como lo afirma el demandante, 
ante las otras jurisdicciones también se tramitan procesos que pueden tener gran trascenden-
cia social, encuentra la Corte que existen dos razones que justifican que el legislador, dentro del 
marco de su libertad de configuración normativa, determine que la excepción solamente sea 
aplicable a la jurisdicción contencioso administrativa. La primera sería que, como se ha dicho, 
existe certeza de que en los procesos ante esta jurisdicción se involucran los intereses genera-
les. Y la segunda, que la autorización para inaplicar la regla en las otras jurisdicciones podría 
conducir a la inoperancia práctica de la misma, un resultado no deseado por el Congreso. En 
este último evento, es razonable que el legislador dicte medidas destinadas a impedir que su 
voluntad pueda ser inobservada, tal como lo ha hecho en la norma atacada". 

Lo dicho, sobre la base ya expuesta de que el caso de los accionantes no exhibe caracterís-
ticas que hubiesen debido provocar la alteración del orden en los fallos, resalta todavía más la 
justificación de la funcionaria en el caso de autos, pues no le era posible, sin resolver antes 
sobre los otros procesos en turno, proferir la providencia que interesa a los demandantes. 

Para la Corte, desde luego, la justificación de la demora en resolver es extraordinaria y debe 
apreciarse en cada caso. Por ello, en el presente asunto es imperioso que se recalque su 
singularidad, entre otros motivos por el muy poderoso de las circunstancias específicas del 
despacho judicial del que se trata, en el que una enfermedad prolongada -febrero a junio de 
1997- del antecesor de la doctora ARBOLEDA, sin haber sido reemplazado (fi. 273 del expe-
diente), contribuyó ostensiblemente a la acumulación de procesos en espera de resolución. Lo 
anterior fue también corroborado por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judi-
catura, en decisión del 27 de abril de 1998, por medio de la cual dicha Corporación declaró que 
no se había configurado "un desempeño contrario intencional a la administración oportuna y 
eficaz de la justicia", a propósito de una queja presentada por otra persona afectada por la mora 
judicial. Dijo el Consejo Seccional: 

"...es un hecho notorio y conocido dentro del ámbito judicial de Caldas, las frecuentes 
incapacidades médicas que se le tuvieron que conceder al anterior Magistrado doctor Mario 
Gómez Idárraga; y lo que resulta aún más complicado, el que durante tales incapacidades, 
nunca se le nombró un reemplazo que permitiera continuar adelante con el conocimiento y 
trámite de los diferentes procesos". (Folio 294 del expediente). 
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Además, vale la pena transcribir parte del informe que se consignó en el acta de visita que 
al Despacho del mencionado Magistrado, doctor MARIO GOMEZ IDARRAGA, practicó el 
Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas el 24 de julio de 1996: 

"Primero: Al tomar posesión del cargo en junio 22 de 1990, el Tribunal, efectuó reparto 
general de procesos existentes a la fecha entre tres (3) magistrados exclusivamente, excluyen-
do del mismo al suscrito, argumentando impedimento, por venir ejerciendo las funciones de 
Fiscal Umco ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Caldas, por un lapso de 
cinco (5) años. 

Segundo: Obviamente que al iniciar mis labores como Magistrado y sin procesos a mi 
cargo, todo el reparto de las demandas recibidas por la Corporación, lo asumí solo y por un 
período no inferior a 20 meses, hasta igualar con el resto de magistrados en cuanto al número 
de procesos y de acuerdo con la naturaleza de los mismos. 

Tercero: Las anteriores circunstancias condujeron a que mientras que el suscrito se dedica-
ba a la simple instrucción e impulso procesal de los juicios, los demás magistrados sólo debían 
fallar los procesos que les había correspondido por reparto; procesos estos que en más de un 
90% se hallaban instruidos, al paso que el suscrito culminada la instrucción, en los nuevos 
procesos que ingresaron al Tribunal y que ami correspondieron como Ponente, fueron envia-
dos para ante la Fiscalía del Tribunal en donde se demoraron dos o más años, esperando el 
correspondiente concepto. 

Cuarto: Los hechos antes descritos, condujeron a que el Despacho del suscrito Magistra-
do, en un momento determinado, se viera atiborrado de un cúmulo de procesos para fallo 
llegados en forma coetánea, situación que se agravó cuando la Fiscalía Unica del Tribunal, 
devolvió en bloque y sin concepto fiscal más de cien (100) procesos que se encontraban ante 
el Ministerio Público para alegatos de conclusión, etapa procesal que se omitió dadas las 
normas positivas y de transición que imperaron en ese momento; lo cual creó en el Despacho 
ami cargo un llamado 'cuello de botella' difícil de superar ante el sin número de procesos para 
ese entonces, circunstancia esta que se ha prorrogado en el tiempo. 

Quinto: Es de advertir, que el suscrito Magistrado durante el año de 1995, estuvo incapaci-
tado médicamente durante los meses de septiembre a diciembre del mencionado año, ya que 
sufriera una lesión cerebro-vascular, ocasionada por hipertensión arterial severa y problemas 
coronarios, lo que dejó como secuela una hemiparesia izquierda, de lo cual aún me encuentro 
en tratamiento. Tuvo usted conocimiento personal, que cuando practicó la visita a este Tribu-
nal en el mes de octubre del año anterior, yo me encontraba ausente de la Corporación por 
prescripción médica. Esta circunstancia agregada a la anterior, han impedido obviamente un 
incremento más racional en la evacuación de los procesos a mi cargo". 

También existen antecedentes que obran en el proceso sobre solicitudes de apoyo eleva-
das por la Magistrada ARBOLEDA ante el Consejo Seccional de la Judicatura, en razón del 
número excesivo de expedientes a su cargo (fis. 157,265 y  268). En oficio del 18 de septiembre 
de 1997, ella señalaba: 

"Reitero la solicitud elevada, ( ... ) y encaminada a buscar la aplicación de algún tipo de 
mecanismo de descongestión del Despacho a mi cargo, desde el día 18 de junio del presente 
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año, que incide necesariamente en el desarrollo normal del servicio de la justicia que se ha 
encomendado a la Corporación de la cual formo parte (bastante congestionada desde tiempo 
atrás). 

Sea la oportunidad para manifestarle que la congestión requerida se ha intensificado con la 
asignación de las nuevas competencias a los tribunales de lo contencioso administrativo, a 
saber: revisión de constitucionalidad de referendos locales (art. 34 Ley 134/94), expropiación 
por vía administrativa (arts. 70  71 Ley 388/97), acciones de cumplimiento (Ley 393/97) y  se 
avecinan las acciones populares, asuntos todos de trámite preferencial, lo que hace que el 
estudio de los procesos ordinarios queden relegados aún más". 

Se confirmarán las decisiones de instancia, que acertadamente denegaron la tutela en el 
caso examinado, pero advirtiendo, desde luego, que ello ocurre en el caso específico y en 
atención a lo probado, sin que pueda hacerse extensivo a otros eventos, todos los cuales 
deberán ser evaluados en forma individual si se instaura acción de tutela. 

DECLSION 

Con base en las expuestas consideraciones, la Sala Quinta de Revisión de la Corte Consti-
tucional, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE- 

Primero. CONFIIMANSE los fallos proferidos por la Sala Civil-Familia del Tribunal Supe-
rior de Manizales y por la Sala Civil y Agraria de la Corte Suprema de Justicia. 

Segundo. DESE cumplimiento a lo previsto por el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Cópiese, notifíquese, comuníquese, publíquese en la Gaceta de la Corte Constitucional y 
cúmplase. 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado Ponente 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA MENDEZ, Magistrada (E) 

PABLO ENRIQUE LEAL RUIZ, Secretario General (E) 
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SENTENCIA T-293 
mayo 3 de 1999 

HOMOLOGACION DE DECISIONES DE LOS DEFENSORES DE FAMILIA 
-Control de legalidad 

HOMOLOGACION DE DECISIONES DE LOS DEFENSORES DE FAMILIA 
-Instrumento procesal eficaz 

HOMOLOGACION DE DECISIONES DE LOS DEFENSORES DE FAMILIA 
-Declaración en situación de abandono e inclusión en programa de adopción 

Referencia: Expediente T-188 150 

Peticionario: Nancy Rubiela Rosero 

Magistrado Ponente: Dr. ANTONIO BARRERA CARBONELL 

Santafé de Bogotá, D.C., mayo tres (3) de mil novecientos noventa y nueve (1999). 

La Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados 
ANTONIO BARRERA CARBONELL, ALFREDO BELTRÁN SIERRA Y EDUARDO 
CIFUENTES MUÑOZ, procede a revisar el proceso de tutela promovido por Nancy Rubiela 
Rosero, contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Regional Nariño, con fundamen-
toen lo establecido en los artículos 86 inciso 2 y 241-9 de la Constitución Política y 33 a 36 del 
Decreto 2591 de 1991. 

LANLEGFDENI'ES 

1. Hechos 

1.1. En el mes de agosto de 1996 la Seccional del Instituto de Bienestar Familiar en la ciudad 
de Pasto conoció, a través del Inspector Segundo Penal Municipal y de la Policía de Menores 
de esa ciudad, sobre la existencia de una posible situación de desamparo y peligro que afecta-
ba a cinco menores, nacidos de la unión marital de hecho de Javier Orlando Buchelly y Nancy 
Rubiela Rosero. 

Como medida de protección se dispuso la ubicación de los referidos menores en la "Funda-
ción Belén" de dicha ciudad. 

692 



T-293/99 

1.2. Con fundamento en el art. 36y siguientes del Decreto 2737 de 1989 (Código del Menor) 
la Defensora de Familia del Centro de Protección Especial de Pasto, por auto del 2 de septiem-
bre de 1996, abrió la investigación administrativa radicada como historia socio-familiar No. 
52-B-01954-96, y ordenó la práctica de las pruebas tendientes a establecer las condiciones de 
vida de los menores. 

La mencionada providencia fue notificada personalmente a la madre de los menores el 2 de 
septiembre de 1996, a quien se le informó sobre los recursos legales pertinentes y se le hizo 
entrega de una copia de ella. 

1.3. Como las orientaciones y recomendaciones impartidas a la madre en la aludida provi-
dencia, dirigidas a subsanar las difíciles y anormales condiciones de vida de los menores, no 
fueron atendidas por aquélla, el I.C.B.F., a través del Centro de Protección Especial de Pasto, 
profirió la resolución No. 203 del 21 de octubre de 1996 que declaró en situación de peligro a 
dichos menores. Esta decisión fue notificada personalmente a la señora Nancy Rubiela Rosero 
el 23 de octubre de 1996, quien no interpuso ningún recurso, y se limitó a expresar que "para mí 
es muy difícil la situación, no es que yo no me quiera hacer cargo." 

1.4. Aunque no se precisa en el expediente qué correctivos tomaron los progenitores de los 
menores para superar la situación de abandono de estos, debe aceptarse que ellos existieron, 
pues de lo contrario no se hubiera justificado la expedición de la resolución No. 216 del 22 de 
noviembre de 1996, que dio por terminada la medida de protección de los menores y ordenó el 
reintegro a su hogar biológico. 

Los padres de los menores suscribieron un acta en la que se comprometieron a brindar a 
sus hijos los cuidados necesarios para su desarrollo integral, a responsabilizarse de ellos 
económica y afectivamente, a informar mensualmente a la Defensora de Familia sobre su esta-
do general, y de cualquier cambio de domicilio o residencia. 

1.5. Las obligaciones adquiridas por los padres de los menores fueron totalmente incumpli-
das, como se deduce de lo siguiente: 

- El 27 de mayo de 1997, el I.C.B.F. avocó el conocimiento de la situación del menor Yeisson 
Daniel Rosero de un año de edad, quien permanecía recluido en el Hospital Infantil "Los 
Angeles", sin ser reclamado por sus padres. Estos fueron amonestados, por esta causa, el 10 
de junio del mismo año. 

- Tres días después, el 13 junio de 1997 funcionarias del I.C.B.F. realizaron una visita al 
hogar de la accionante, hallando a los cinco hermanitos de Yeisson Daniel en deplorable 
estado, por lo que decidieron retirar del inmueble a un pequeño de sólo 21 días de nacido, 
tomando como medida de protección la colocación de éste en un hogar sustituto normal. 

- El 17 de junio de 1997, la policía de menores dejó a disposición de la Defensoría de Familia 
a Christian Geovanny, Kimberly Dayana, Tatiana Alejandra, John Nixon y Yarisa Silvana Rosero, 
por encontrarse solos y en peligro físico, porque a la vivienda que habitaban le fue retirado el 
techo. 

1.6. Mediante resolución No. 089 del 29 de agosto de 1997, se declaró nuevamente en 
situación de peligro a los menores Maicol Javier, Yeisson, Yarisa Silvana, John Nixon, Dayana, 
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y Tatiana Rosero. La notificación correspondiente se surtió mediante edicto, por la no compa-
recencia de los padres de los menores a recibirla personalmente. Dicha resolución quedó en 
firme el 16 de septiembre de 1997. 

1.7. Luego de la práctica de nuevas diligencias, se profirió por la Defensora de Familia del 
Centro Zonal de Protección de Pasto, la resolución No. 074 del 2 de junio de 1998, "Por medio 
de la cual se declara a los menores Maicol Javier, Yeisson Daniel, Silvana Yarisa, Jhon Nixon, y 
Dayana en situación de abandono y se confirma la medida de protección en hogar sustituto 
normal". 

Como complemento de la mencionada determinación se resolvió: "Adscribir a los citados 
menores al programa de adopciones de la Regional de Nariño anexando la documentación 
pertinente al Comité de Adopciones para lo de su cargo." "Mantener la medida de colocación 
familiar y continuar el seguimiento por parte de los profesionales del Centro Zonal" y "ordenar 
la inscripción de la parte resolutiva de este acto administrativo en el Libro de Varios de la 
Notaría Cuarta del Circulo de Pasto". 

1.7. La Directora Regional del I.C.B.F., en su condición de funcionaria de segunda instancia, 
desató el recurso de apelación interpuesto contra el anterior proveído, y mediante la resolución 
N° 1131 del 21 de agosto de 1998 decidió confirmarlo. Esta resolución fue debidamente notifi-
cada a la parte recurrente. 

2. La pretensión 

Pretende la accionante que por vía de tutela se revoquen las resoluciones Nos 074 del 2 de 
junio de 1998 y 1131 del 20 de agosto del mismo año, antes referenciadas, pues considera que 
al declararse el estado de abandono de sus seis hijos y recomendar su inclusión en el programa 
de adopciones se les ha vulnerado el derecho fundamental a la unidad familiar. 

ILACUACIONPROCFSAL 

1. Primera instancia 

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pasto, Sala Civil- Familia, mediante sentencia 
del 17 de septiembre de 1998 concedió el amparo solicitado, con fundamento en las siguientes 
consideraciones: 

Del análisis del material probatorio incorporado a la actuación administrativa deduce el 
Tribunal que "...el I.C.B.F. se equivocó en la valoración de las pruebas arrimadas al trámite 
administrativo y de suyo incurrió en el error al declarar a los menores citados en estado de 
abandono". En tal virtud, resolvió revocar las resoluciones proferidas en la actuación adminis-
trativa y conceder la tutela impetrada, como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable, por considerar que a su juicio "se avizora conforme a las constancias procesales 
la probabilidad de que los menores mencionados antes, puedan en un momento dado ser 
dados en adopción, siendo precisamente esa la situación que pretende evitar la madre..." 

Pese a las consideraciones anotadas, no ordenó el Tribunal el reintegro físico de los meno-
res al seno de su hogar biológico, por estimar que éstos debían permanecer por un tiempo 
prudencial bajo la protección del Estado mientras cambian las precarias condiciones económi-
cas de la madre y se superaran las circunstancias que determinaron la intervención del I.C.B.F. 

694 



T-293/99 

2. Segunda instancia 

La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria, mediante sentencia del 27 de 
octubre de 1998, revocó el fallo de primera instancia y, en consecuencia, negó la tutela instaurada 
por la peticionaria. Para arribar a esta determinación se trataron por separado dos temas que 
pueden sintetizarse así: 

- Acerca de la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales por la 
vía de la tutela, destaca el carácter subsidiario de este mecanismo frente al procedimiento 
específico que debe seguir la autoridad administrativa y, eventualmente, la judicial, con el fin 
de solucionar la situación de abandono o peligro de los menores. 

Consideró la aludida Corporación, que no resultaba procedente la acción de tutela en este 
caso, porque la demandante siempre estuvo a derecho en el proceso adelantado por la Regio-
nal Nariño del I.C.B.F. y porque de la correspondiente actuación no puede inferirse la posible 
existencia de un peligro inminente que ameritara aceptarla como mecanismo transitorio. 

- Sobre la finalidad perseguida por la actora, en el sentido de obtener por esta vía la 
revocación de las decisiones del I.C.B.F. la Sala reiteró lajurisprudencia constitucional sobre el 
uso de este mecanismo de excepción, cuando busca sustituir, en forma indebida, la competen-
cia otorgada por ley a una determinada autoridad para cumplir las funciones propias de su 
cargo. Criticó, en consecuencia, la decisión del Tribunal Superior de Pasto Sala Civil -Familia 
por haber ignorado dicha competencia, pues su proceder "no se compadece con los fines para 
los cuales fue consagrada la acción de tutela en la Constitución de 1991, interferencia aquélla 
que no es de recibo así se considere, según el criterio del órgano jurisdiccional que conoce de 
la queja constitucional, que las determinaciones en cuestión no son las acertadas..." 

Finalmente estimó la Corte Suprema de Justicia —Sala de Casación Civil y Agraria, que la si 
la demandante consideraba que las medidas de protección adoptadas por la entidad demanda-
da no eran procedentes jurídicamente, tenía a su disposición los instrumentos de control que 
reconoce el art. 56 del Código del Menor, según el cual los actos administrativos que resuelvan 
acerca de la aplicación de las medidas de protección señaladas en el art. 57 y las demás que 
definan en forma permanente o provisional la situación de un menor, están sujetas a control 
jurisdiccional, conforme a lo establecido en el art. 64 ibídem, lo que excluye de plano, el que 
pueda hacerse uso de la acción de tutela con objetivos como los que la accionante pretende 
lograr en este caso. 

ifi. CONSIDERACIONES DE LA SALA 

1. Planteamiento del problema 

En virtud de la decisión de la Regional del I.C.B.F. de Nariño de declarar en situación de 
abandono e incluir a los menores hijos de la demandante en el programa de adopciones, ésta 
impetra la tutela del aludido derecho fundamental, como mecanismo transitorio, ante la inmi-
nencia de un perjuicio irremediable, como sería el de separarla definitivamente de sus hijos. 

Conforme a lo anterior, corresponde a la Sala determinar si estando pendiente el trámite de 
la homologación, requerido para que las mencionadas decisiones administrativas adquieran 
validez jurídica definitiva y puedan ser ejecutables, es procedente en el presente caso la tutela 
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como mecanismo transitorio. En tales circunstancias, será preciso establecer la idoneidad del 
medio alternativo de defensa judicial, la violación del derecho a la unidad familiar o de cualquier 
otro derecho fundamental y la presencia de un perjuicio irremediable. 

2. Solución al problema 

2.1. En los términos del inciso tercero del artículo 86 de la C.P., desarrollado en el numeral 1° 
del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es improcedente cuando existan 
otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable, correspondiéndole al juez de tutela apreciar en 
concreto la existencia de dichos medios, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias 
en que se encuentra el solicitante. 

2.2. El Titulo ifi del Código del Menor en punto al procedimiento administrativo que debe 
seguirse para adoptar medidas que conduzcan a la protección de los menores en situación de 
abandono, desamparo o peligro, así como los efectos que ella produce, y la manera como los 
afectados pueden contrarrestarlas o impugnarlas, regula las siguientes materias: 

"Artículo 55. En los procesos administrativos a que se refiere el presente Código, serán 
admisibles todos los medios de prueba señalados en el Código de procedimiento Civil". 

"Artículo 56. El control jurisdiccional de las decisiones que tome el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar se sujetará a las normas del Código Contencioso Administrativo". 

"No obstante, los actos administrativos que resuelvan acerca de la aplicación de las medi-
das de protección perpetuadas en el artículo 57y las demás que definan, en forma permanente 
o provisional, la situación de un menor, estarán sujetas al control jurisdiccional de los Jueces 
de Familia, conforme a lo establecido en el artículo 64 de este Código." 

"Artículo 60. La declaración de abandono en que se disponga como medida de protección 
la establecida en el numeral 50  del artículo 57 producirá respecto de los padres, la terminación 
de la patria potestad del menor adoptable." 

"Artículo 61. La resolución por la cual se solicita la adopción como medida de protección 
del menor, solo requerirá ser homologada por el Juez competente cuando las personas a cuyo 
cargo estuviere el cuidado, la crianza y educación del menor, se hubieren opuesto a esta 
medida dentro del trámite administrativo en que se decretó, o dentro de los veinte (20) días 
siguientes a la fecha en que hubiere quedado en fiuiue tal medida, término dentro del cual 
deberán presentar ante el Defensor de Familia las alegaciones y pruebas que sustenten la 
oposición a la medida decretada." 

"Artículo 63. Vencido el término establecido en el artículo 61, el Defensor de Familia, para 
los efectos de la homologación, remitirá al Juez de Familia o Promiscuo de Familia del domicilio 
de la persona o entidad a cuyo cargo se encuentre el menor, tanto el expediente como las 
nuevas alegaciones, si se hubieran presentado, para que esté dentro de los quince (15) días 
siguientes, dicte de plano la sentencia de homologación." 

"Si el Juez estimare que no se cumplieron los requisitos de ley, mediante auto devolverá la 
actuación al Defensor de Familia para que subsane los defectos que hubiere advertido". 

696 



T-293/99 

"Contra la sentencia que homologa la decisión del Defensor de Familia, no procede recurso 
alguno". 

"Artículo 64. En firme la resolución que niega la solicitud de revocatoria, de modificación o 
terminación de la medida impuesta por el Defensor de Familia, queda agotado el trámite admi-
nistrativo". 

"Los padres o las personas que tengan el cuidado personal de la crianza y educación del 
menor, podrán solicitar al Juez de Familia o Promiscuo de Familia, la terminación de los efectos 
de las declaraciones hechas por el Defensor de Familia y la finalización de las medidas de 
protección adoptadas. Para este efecto deberán demostrar plenamente que se han superado 
las circunstancias que les dieron lugar y que hay razonables motivos para esperar que no 
volverán a producirse". 

"Esta acción podrá intentarse siempre y cuando no se haya homologado la declaratoria de 
abandono o decretado la adopción". 

2.3. Anota la Sala, que la actuación administrativa a que antes se hizo alusión y que culminó 
con la expedición de los actos administrativos contenidos en las mencionadas resoluciones, se 
adelantó por funcionario competente, en forma regular, es decir, con sujeción a las reglas de 
procedimiento, y con observancia del derecho de defensa de la peticionaria, como quedó 
establecido en la prolija relación de los hechos que se hacen en esta providencia. En efecto, la 
demandante fue debidamente vinculada a la actuación, intervino en la misma, formuló oposi-
ción, fue notificada del acto que puso fin a dicha actuación e hizo uso del recurso de apelación, 
el cual fue debidamente resuelto. 

2.4. La circunstancia de haberse opuesto la demandante a la actuación administrativa y 
específicamente a las medidas reseñadas implicaba, para la autoridad administrativa, la obliga-
ción de remitir el expediente al Juez de Familia, con el fin de que se surtiera el trámite de la 
homologación, el cual es un control de legalidad sobre la actuación adelantada por los funcio-
narios del I.C.B.F., instituido para garantizar los derechos sustanciales y procesales de los 
padres de los menores, o de quien los tenga a su cuidado. 

2.5. El procedimiento regulado por la ley, que debe seguirse con el fin de adoptar medidas 
de protección a favor de los menores en situación de abandono o peligro, se desenvuelve en 
dos fases bien diferenciadas como son: la actuación administrativa cumplida ante las autorida-
des del Instituto de Bienestar Familiar y la homologación que, eventualmente, debe surtirse 
ante el juez de familia, como lo indica el art. 64. El debido proceso, por consiguiente, se desen-
vuelve de una parte en sede administrativa y de otra con la intervención judicial, en virtud de 
la cual se surte el trámite de la homologación de la decisión adoptada por las autoridades del 
I.C.BF 

Sobre el punto se pronunció la Corte en la Sentencia T-079/93' en los siguientes términos: 

"La homologación de las decisiones de los Defensores de Familia por parte de un Juez 
especializado en la misma materia constituye un control de legalidad diseñado con el fin de 

1  Magistrado Ponente Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz 
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garantizar los derechos procesales de las partes y subsanar los defectos en que se hubiere 
podido incurrir por parte de la autoridad administrativa. Aunque el trámite de la homologación 
tiene por objeto revisar el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales del debido 
proceso, al juez le está vedado examinar el fondo de la decisión. Contra la sentencia de homo-
logación no procede recurso alguno (C. del M., art. 63)". 

"El control de legalidad, por ser ajeno a la voluntad de las partes debe surtirse siempre 
que se den las exigencias del artículo 61, de lo que se desprende, que si bien no puede 
tenerse como un medio de defensa, sí constituye un recurso eficaz para que las personas 
afectadas por la resolución de abandono recobren sus derechos mediante la solicitud de 
terminación de sus efectos, demostrando que las circunstancias que le dieron origen se han 
superado y que razonablemente se puede pensar que no se repetirán según lo dispone el 
artículo 64, norma que ubica la oportunidad para formular tal petición antes que "se haya 
homologado la declaratoria de abandono." 

2.6. Es importante destacar que en el caso en estudio el trámite del control de legalidad por 
el Juez de Familia no se había iniciado el 4 de septiembre de 1998, fecha en que se interpuso la 
acción de tutela. 

En efecto, la resolución N° 1131 que desató el recurso de apelación interpuesto por la actora 
y confirmó la N° 074 del 2 de junio del mismo año, en la cual se adoptaron las medidas de 
protección a que nos hemos venido refiriendo, se profirió el 20 de agosto de 1998. 

Devuelto el expediente por la oficina regional del I.C.B.F. a la oficina de origen, lo que 
correspondía procesalmente era que ésta remitiera la actuación al juez de familia competente 
con el fin de que surtiera el trámite de la homologación, en consideración a que la peticionaria 
de la tutela había formulado oposición a las medidas adoptadas por dicha entidad. Sin embar-
go, en razón de la interposición de la acción de tutela el referido trámite no se cumplió, como lo 
asevera la Defensora de Menores de Pasto en escrito dirigido al Tribunal Superior de Pasto, 
con fecha 11 de septiembre de 1998. 

2.7. Conforme a lo expuesto la tutela impetrada resulta improcedente, por las siguientes 
razones: 

a) La actuación administrativa cumplida por el I.C.B.F., se sujetó en un todo a las reglas de 
procedimiento previstas en la ley. En tal virtud, no observa la Sala que se le hubiese descono-
cido a la demandante el derecho al debido proceso administrativo ni ningún otro derecho 
constitucional fundamental; por consiguiente, por la vía de la tutela no es posible cuestionar la 
actuación de dicho Instituto. 

b) El control de legalidad de las decisiones adoptadas por el I.C.B.F. opera, por mandato 
legal, con arreglo al mecanismo de la homologación judicial. Y si bien ésta no es un medio de 
defensa judicial, en sentido estricto, sí constituye un instrumento procesal de protección que 
es eficaz'. 

c) En el evento en que se hubiera incurrido en violación del debido proceso, dentro de la 
actuación administrativa, la tutela indudablemente sería procedente, pues ya la Corte ha admi- 

2  Idem 
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tido que en relación con actos preparatorios o de trámite, que no deciden el fondo del asunto, 
es procedente la acción de tutela cuando se afectan o amenazan derechos constitucionales 
fundamentales'. 

d) Como mecanismo transitorio tampoco resulta procedente la tutela, porque a la deman-
dante ni a sus hijos se le ha violado derecho fundamental alguno con las medidas administrativas 
adoptadas por el I.C.B.F., las cuales se juzgan legítimas, y, además, no están acreditados los 
supuestos objetivos que la jurisprudencia de la Corte ha señalado para considerar que existe 
un perjuicio y que éste es irremediable. 

Es más, el presunto perjuicio irremediable no puede considerarse potencialmente próximo o 
inminente, habida consideración de que mientras no se surta el trámite de la homologación, no 
es posible que se puedan iniciar los trámites propios para la adopción de los menores. 

e) Por lo demás, está demostrado que los menores se encuentran, desde mucho tiempo 
antes de la presentación de la tutela, bajo la protección del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, en hogares sustitutos. 

En tales circunstancias, habiéndoles dispensado el Estado la protección de los derechos 
fundamentales a los citados menores, que son preferentes sobre los derechos de los demás, y 
que los padres no están en condiciones de asegurar, no resulta viable impetrar la tutela para la 
supuesta protección de derechos cuyo goce se encuentra debidamente asegurado, ni siquiera 
so pretexto de la ruptura de la unidad familiar, que en las circunstancias anotadas es inevitable 
en aras del bienestar de dichos menores, mas aún cuando ésta de hecho se ha presentado, en 
razón de la situación de abandono en que se encontraban aquéllos. 

De todas maneras, aún dentro del trámite de la homologación, los padres pueden hacer 
cesar las medidas de protección adoptadas por el I.C.B.F. y el trámite de la adopción, si demues-
tran que se han superado las situaciones que las originaron y ofrecen las necesarias garantías 
de que ellas no volverán a presentarse, según lo prevé el art. 64 del mencionado código. 

3. En conclusión, no aprecia la Sala violación de derecho fundamental alguno a la peticio-
naria y a sus menores hijos. En tal virtud, no es procedente la acción de tutela, ni siquiera como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Por consiguiente, se confirmará la 
sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia —Sala de Casación Civil y Agraria. 

IV DECLSION 

En mérito de lo expuesto la Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional, adminis-
trando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR la sentencia de fecha 27 de octubre de 1998, proferida por la Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria. 

SU-201/94 Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carboneil 
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Segundo. LIBRENSE por la Secretaría General de esta Corporación, las comunicaciones 
de que trata el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991, para los efectos allí contemplados. 

Cópiese, notifíquese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional y 
cúmplase. 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado Ponente 

ALFREDO BELTRAN SIERRA, Magistrado 

EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Magistrado 

PABLO ENRIQUE LEAL RUIZ, Secretario General (E) 
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SENTENCIA T-294 
mayo 3 de 1999 

VIA DE HECHO- 
Improcedencia por existencia de mecanismo de defensa judicial 

Atendiendo al carácter subsidiario y residual del recurso de amparo, éste sólo procede 
contra una vía de hecho judicial cuando el ordenamiento jurídico no tiene previstos otros 
mecanismos de defensa que puedan invocarse, o cuando, existiendo, se utiliza la tutela como 
mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el 
cual la orden de protección permanece únicamente hasta que resuelva de fondo la autori-
dad competente. 

TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES- 
Procedencia excepcional 

VIA DE HECHO- 
Improcedencia por no ejercicio oportuno de recursos 

APODERADO JUDICIAL- 
Falta a la ética por representación de ambas partes 

APODERADO JUDICIAL- 
Falta de diligencia en actuaciones procesales 

Referencia: Expediente T- 187898 

Demandante: Sociedad Embotelladora Román S.A. 

Demandado: Centro de Conciliación, Arbitraje y Amigable Composición -Colegio de Abo-
gados del Cesar. 

Temas: Vía de hecho contra Laudo arbitral 

Improcedencia de la acción de tutela por falta de los presupuestos de hecho que le son 
propios. 

No hay violación del debido proceso y del derecho de defensa cuando las presuntas 
irregularidades son atribuibles a conducta omisiva del accionante y éste no las alegó en tiempo 
y forma oportunos, pese a habérsele brindado la oportunidad procesal de hacerlo. 
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Magistrado Ponente: Dr. FABIO MORON DIAZ. 

Santa Fe de Bogotá, D.C., mayo tres (3) de mil novecientos noventa y nueve (1999). 

La Sala Octava de Revisión de Tutelas, integrada por los H. Magistrados FABIO MORON 
DIAl VLADIMIRO NARANJO MESA y ANTONIO BARRERA CARBONELL, en ejercicio de 
sus competencias constitucionales y legales, previo estudio del Magistrado Ponente, procede 
a resolver la acción de tutela instaurada por la Sociedad Embotelladora Román S.A. mediante 
apoderado, contra el laudo arbitral que pronunció el Centro de Conciliación, Arbitraje y Amiga-
ble Composición del Colegio de Abogados del Cesar, en abril 20 de 1998, en cuanto la condenó 
a indemnizar al señor Nicolás Viloria de la Hoz, como consecuencia de la terminación unilateral 
e injusta del contrato de agencia comercial, providencia que a su juicio es configurativa de una 
vía de hecho, por cuanto se incurrió en violación a sus derechos fundamentales al debido 
proceso y a la defensa. 

LAWFECEDENTIIS 

HECHOS YALEGACIONFS 

El accionante cita como relevantes, los siguientes hechos: 

1. Entre la Sociedad Embotelladora Román S.A. y el señor Nicolás Viloria de la Hoz, se 
celebró el 22 de febrero de 1995 un contrato de distribución de gaseosas. En la cláusula décimo 
tercera del mencionado contrato se previó que todas las diferencias que surgieran entre las 
partes, serían dirimidas por un Tribunal de Arbitramento que sesionaría en Santafé de Bogotá 
D.C., de acuerdo con las normas del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comer-
cio de esta ciudad. 

2. El día 10 de enero de 1997, la Compañía Embotelladora Román S.A. con fundamento en 
la Ley y en el contrato, procedió a darlo por terminado y con justa causa, en razón de haberse 
presentado irregularidades cometidas durante el cargue de productos. 

3. El 16 de abril de 1997, el señor Nicolás Viloria de la Hoz, presentó demanda contra la 
Embotelladora Román S.A. ante el Centro de Conciliación, Arbitraje y Amigable Composición 
del Colegio de Abogados del Cesar. 

4. El mencionado Centro de Conciliación avocó el conocimiento del proceso, careciendo 
de competencia para ello y profirió laudo arbitral de fecha 20 de abril de 1998, incurriendo en las 
siguientes irregularidades que violan el debido proceso ye! derecho de defensa de Embotelladora 
Román S.A.: 

-De acuerdo a la cláusula del contrato sobre arbitramento, se convino que éste sesionaría 
en la ciudad de Bogotá y según las normas del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara 
de Comercio de esa ciudad. 

El Tribunal de Arbitramento no se integró con árbitros pertenecientes al Centro de Conci-
liación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Bogotá, sino con los del Colegio de Abogados 
del Cesar. Por tanto, carecía de jurisdicción para proferir el laudo arbitral. 

El Tribunal de Arbitramento apreció pruebas que no fueron pedidas por el actor, como 
fue el dictamen pericial que se rindió en el proceso. 
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• El Tribunal de Arbitramento accedió a la solicitud de la parte convocante de ampliar el 
mencionado dictamen pericial con el fin de probar los daños y perjuicios, cuando el objeto de 
la prueba de inspección judicial que se decretó, era demostrar la injusta terminación de los 
contratos. 

En el proceso arbitral no se concedió a los peritos un término para la aclaración y 
complementación del experticio, ni se dió traslado a las partes por el término de 3 días, como lo 
ordena el numeral 4 del artículo 238 del C.P.C. 

El Tribunal de Arbitramento impidió a la parte demandada ejercer el derecho de pedir 
pruebas, pues dispuso la notificación y traslado de la demanda por 10 días, cuando la oportu-
nidad para presentar pruebas es la primera audiencia de trámite, como lo señala el artículo 108 
de la Ley 23 de 1991. 

5) Se profirió un fallo en conciencia y no en derecho, pues: no se probó la existencia de un 
contrato de agencia comercial, el cual difiere de la licencia de distribución (i); al mencionado 
contrato no podía dársele valor probatorio pues no se había probado el pago del impuesto de 
timbre(¡¡); tampoco se demostró la existencia del daño patrimonial, pese a lo cual, el Tribunal de 
Arbitramento condenó a la Embotelladora Román S.A. al pago de una indemnización por valor 
de $64.215.000 (iii); el dictamen pericial no fue valorado conforme a la ley, pues presentaba las 
inconsistencias mencionadas anteriormente (iv); Aunque la sociedad demandada probó la 
justa causa de la terminación del contrato, el Tribunal de Arbitramento concluyó que había 
sido terminado irregularmente, pues la falta había sido cometida por un subalterno del deman-
dante (y); para que proceda la indemnización de perjuicios por incumplimiento de contratos, se 
debe pedir la resolución del contrato, lo cual no hizo el actor (vi). 

Por su parte, el Tribunal de Arbitramento resumió su actuación, en los siguientes términos: 

"Presentada en abril 16 de 1997, la demanda de conciliación y arbitramento por parte del 
doctor EMILIO QUINTERO AARON, ésta se admitió por reunir los requisitos del artículo 86 
del Código de Procedimiento Civil. 

En el auto admisorio de fecha abril 21 de 1997 se ordenó la notificación y el traslado de la 
misma al representante legal de la EMPRESA EMBOTELLADORA ROMAN S.A., doctor 
RAMIRO GOMEZ NARANJO, por el término legal de 10 días, quien otorgó poder al doctor 
ALVARO CASTRO CASTRO, con facultad para nombrar árbitros para la integración del Tribu-
nal y dirimir el conflicto, quien no contestó la demanda. 

Posteriormente el Centro de Conciliación señaló el día 7 de mayo de 1997 a las 9 a.m. como 
fecha y hora para la audiencia de conciliación. 

En esta fecha se levantó el acta No. 01, suscrita por las partes y sus apoderados, así como 
por la Directora del Centro de Conciliación y se procedió a nombrar a los árbitros, designando 
a los doctores JOSE ARMENTA GUEVARA, JAIRO MARTINEZ PALMESANO Y FLOR 
ANGELA ALARCON HIGUERA; a quien se les dio la debida posesión. 

En junio 26 de 1997, tuvo lugar la audiencia de conciliación, en la cual fue solicitado un 
aplazamiento de la misma por el Dr. ALVARO CASTRO, apoderado de la parte demandada para 
considerar la propuesta del apoderado de la parte demandante de rebajar un veinte por ciento 
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del valor de las pretensiones. A lo cual se accedió y se fijó como nueva fecha para continuarla 
el8dejuliode 1997. 

En esta fecha el apoderado de la parte demandada, Dr. Alvaro Castro Castro no se presentó, 
presumiéndose de este modo no querer llegar a un arreglo conciliatorio, por lo cual el Dr. Emilio 
Quintero Aaron solicitó se continuara con los trámites del proceso de arbritramento.(Fl. 66) 

PRUEBAS RECEPCIONADAS 

1. Por la parte demandante 

a) Poder debidamente otorgado al doctor Emilio Quintero Aaron 

b) Copia auténtica del contrato de distribución entre la empresa Embotelladora Román 
S.A. y el demandante Nicolás Viloria de la Hoz. 

c) Comunicación por la cual la Empresa Embotelladora Román S.A. da por terminado el 
contrato de distribución a partir del 10 de enero de 1997. 

d) Certificación expedida por Empresa Embotelladora Román S.A. sobre el volumen o 
promedio de ventas, realizadas por el señor Nicolás Viloria de la Hoz y el valor del descuento 
otorgado por la compañía y con base al cual se tasan los ingresos. 

2. Por la parte demandada 

2.1. Documentales 

a) Poder debidamente otorgado 

b) Certificación de existencia y representación legal de la Empresa Embotelladora Román 
S.A.. 

2.2. Testimoniales 

a) Declaración por el señor Edgardo Bolívar Coronado... quien ocupa el cargo de gerente 
de Distrito de Ventas de Empresa Embotelladora Román S.A. respecto de los hechos de la 
demanda... en la cual quedó claro que el señor Nicolás Viloria tenía vínculos con la Empresa 
Embotelladora Román S.A. desde el año de 1989... explicó a este Tribunal cómo se hace el 
cargue en las tardes y el camión queda con su carga hasta el día siguiente, cuando se debe 
verificare! conteo; a la pregunta de si se encontraba el día en que no reportó el número correcto 
de cajas el señor Nicolás Viloria de la Hoz, dijo que no recordaba. 

b) Declaración rendida por el señor José Manuel Pinto, solicitada por el apoderado de la 
parte demandada, haciendo uso de las facultades del artículo 246 del C. P.C., quien explicó los 
detalles técnicos sobre los costos de operación que se dan en el proceso de venta de gaseosas 
y demás productos de la Empresa Embotelladora Román S.A. exactamente en lo referente al 
contrato suscrito con el señor Nicolás Viloria de la Hoz... 

1. 	Inspección judicial 

Esta se llevó a cabo en la oficina de la Empresa Embotelladora Román S.A. a los 13 días del 
mes de noviembre de 1997, en la cual el doctor Emilio Quintero Aaron, solicitó el uso de la 
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palabra para pedir ampliación de los puntos materia del dictamen, lo cual se le concedió y fue 
objetado por el apoderado de la parte demandada aduciendo que el término para hacerlo ya 
había pasado y a lo cual se dio respuesta por parte del Tribunal, acogiéndonos al numeral 2 del 
artículo 246 del C.P.C., modificado por el Decreto 2282 de 1989 artículo 1°.numeral 114, el cual 
permite la ampliación del dictamen de oficio o a petición de las partes. Esta inspección judicial 
se realizó en varias etapas, durante las cuales se recepcionaron los testimonios solicitados por 
las partes y se ordenó colocar a la disposición de los peritos toda la documentación requerida. 

2. - Dictamen pericial 

Fue solicitado por parte de los señores peritos una ampliación del término para la presenta-
ción del mismo, la cual se les concedió. Una vez presentado, fue puesto a disposición de las 
partes conforme lo establece la ley, y transcurrió el término sin que fuera objetado. Sin embar-
go, este Tribunal al analizarlo para emitir el fallo, detectó algunos errores mayúsculos en las 
operaciones matemáticas, por lo que se le solicitó a los señores peritos aclaración de ciertos 
puntos ... y que fueron debidamente corregidos y que sirvieron de base, junto con las demás 
pruebas documentales y testimoniales para la elaboración del fallo. 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL DE ARBITRAMFNFO 

Al tenor, literal de los alegatos presentados por las partes, este Tribunal le dará respuesta 
a los mismos con las siguientes consideraciones: 

Primera.- Está plenamente demostrado en el proceso que, de acuerdo con el análisis objeti-
vo, claro y preciso que hace este Tribunal sobre el contrato objeto de la presente litis y 
teniendo en cuenta el contenido de sus cláusulas y el desarrollo de las mismas. Conceptuamos 
que se trata de un contrato de agencia comercial, de acuerdo con las directrices trazadas en el 
artículo 1317 del Código de Comercio. 

De igual manera se encuentra plenamente demostrado en el proceso que el demandante 
ejecutó el contrato referido en la forma establecida en la Cláusula Quinta del mismo en lo 
relacionado con la distribución y venta de los productos de la Empresa Embotelladora Román 
S.A., en las rutas y territorios asignados en el mismo contrato. 

Se demuestra también que la parte demandante cubrió por su cuenta todos los gastos de 
transporte, distribución y gastos relacionados con el personal a su cargo. 

También observa este Tribunal que la parte demandada no contestó la demanda al dársele 
traslado oportuno de la misma, siendo un indicio grave en su contra, como lo preceptúa el art. 
95 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el Decreto 2282 de 1989, art. 10  numeral 
44, que establece que la falta de contestación de la demanda o de un pronunciamiento expreso 
sobre los hechos y pretensiones de ella o acerca de las afirmaciones o negaciones sobre los 
mismos, serán apreciadas en forma grave en contra del demandado. 

11 

6) Contra el Laudo Arbitral, la Empresa Embotelladora Román S.A., interpuso el recurso 
extraordinario de anulación el cual fue resuelto por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
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Valledupar -Sala Civil Familia, quien resolvió confirmar la providencia cuestionada, con funda-
mento en las consideraciones que a continuación se extractan, en razón a su pertinencia en 
punto a las supuestas violaciones de derechos fundamentales que en este proceso se aducen: 

11 

4.2.1. Primera causal de Anulación. Según el criterio del cuestionante, esta causal se funda-
menta en el artículo 38-2 del Decreto 2279 de 1989, por "no haberse constituido el Tribunal de 
arbitramento en legal forma". Opina que el Colegio de Abogados del Cesar carece dejurisdic-
ción para conocer de esta controversia, ya que las partes pactaron deferir la jurisdicción al 
Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Bogotá. 

Admite el memorialista que esta irregularidad no fue alegada en la oportunidad procesal 
pero que "no puede desconocerse que la falta de Jurisdicción es motivo de nulidad que no es 
susceptible de saneamiento". Evidentemente, la falta de jurisdicción es una casual de nulidad 
que no puede sanearse. Pero en el caso concreto acá planteado, no se trata de una materia 
atinente a la jurisdicción, sino a la competencia territorial, puesto que se acepta por las partes 
que la composición del conflicto de intereses se sustrajo de la jurisdicción de los tribunales 
ordinarios, para someterla a la jurisdicción arbitral: la discusión que plantea el atacante se limita 
simplemente a la competencia del Centro de Conciliación del Colegio de Abogados del Cesar o 
al Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Bogotá. Se trata, por lo tanto, 
de un caso de competencia territorial, que al no ser alegada en la oportunidad procesal quedó 
saneada, porque la competencia por este factor es prorrogable; por lo demás, ya a esta hora de 
nona, no se puede alegar porque el memorialista carece ya de legitimación para ello. Esta 
causal, por lo tanto, no puede prosperar. 

4.2.2. Segunda Causal. Se fundamenta en el artículo 38-4 del mismo Decreto 2279, es decir, 
"cuando sin fundamento legal se dejaron de decretar pruebas oportunamente solicitadas y se 
hayan dejado de practicar las diligencias necesarias para evacuarlas, siempre que tales omisio-
nes tengan incidencia en la decisión.. 

Sobre el tópico probatorio se hacen dos cuestionamientos: 

a) La irregularidad en la tramitación de la pericia al no ordenarse un traslado; y 

b) El Tribunal Arbitral 'qe impidió a la parte demandada ejercer el derecho a solicitar 
pruebas". 

En lo que respecta a la irregularidad del rito procesal por la omisión de un traslado (a. 238-
4 C.P.C.), precisa esta Sala que tal argumento no se puede alegar en esta oportunidad procesal, 
puesto que el interesado no protestó en la forma y tiempo debidos, es decir, en el trámite 
arbitral; tales omisiones se pueden alegar mediante el recurso de revisión siempre que "el 
interesado las hubiere reclamado en la forma y tiempo debidos. 

El otro aspecto probatorio esgrimido por el quejoso, es que se le dejó indefenso por parte 
del Tribunal de Arbitramento, al haberle impedido ejercer el derecho de solicitar pruebas. La 
argumentación del atacante del laudo, no se ajusta a la realidad procesal, puesto que con vistas 
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en el propio proceso surge ostensiblemente que el demandado no solicitó el decreto respecti-
vo y los documentos que aportó, fueron decretados, según auto de octubre 24 de 1997 (folio 
59). Más aún, el procurador de la parte demandada asistió a la primera audiencia de trámite, 
pero dejó precluir esta oportunidad procesal sin hacer uso de la ocasión para solicitar pruebas. 
De tal suerte, que si en verdad quedó sin defensa probatoria la causa es imputable al protestan-
te de hoy. 

Vista desde esta óptica jurídica, la causal de anulabilidad acá planteada, no puede prospe-
rar. 

4.2.4. Cuarta Causal. Considera la parte promotora del recurso, que en este caso se configu-
ra la causal de nulidad prevista ene! artículo 38-6, del citado Decreto 2298, por "haberse fallado 
en conciencia debiendo ser en derecho siempre que esta circunstancia aparezca manifiesta en 
el laudo." 

Destaca esta Corporación, la última parte del citado artículo "siempre que esta circunstan-
cia aparezca manifiesta en el laudo". Al romper es dable precisar que esta última condición no 
se da en la actuación; no aparece ostensiblemente ni de bulto que la decisión se hubiese 
fallado en conciencia; por el contrario, de acuerdo con el planteamiento, con la ubicación del 
caso y con las consideraciones del Tribunal de Arbitramento, queda sumamente claro que la 
controversia se desató en derecho; los argumentos y motivaciones que le sirven de estribo al 
fallo son un análisis probatorio y jurídico que no dejan duda abrirse paso sus pretensiones. 

11 

En sentir del accionante, con el fallo mencionado quedaron agotados todos los recur-
sos jurídicos disponibles para cuestionar el Laudo Arbitral que se ataca, por lo que considera 
que la acción de amparo es el único medio judicial para restablecer los derechos que estima 
vulnerados. 

E LADECLSION JIJDICIALDE PRIMERA INSTANCIA 

El Tribunal Administrativo del Cesar, mediante decisión de septiembre 10 de 1998 rechazó 
por improcedente la acción incoada, al considerar que la tutela no procede contra laudos 
arbitrales, pues estos son verdaderas providencias judiciales a la luz del artículo 45 del Decreto 
2279de 1991, modificado por el artículo 1 l4delaley 23 de 1991. 

La mencionada Corporación judicial, fundamentó su decisión en las sentencias del 12 de 
febrero de 1997 y del 29 de mayo de 1998, emanadas de la Sección Cuarta del Consejo de 
Estado. 

HL LAIMPUGNACION 

El apoderado judicial de la Sociedad Embotelladora Román S.A., al impugnar la decisión 
judicial de primera instancia, adujo: 

"Ha sido... reiterada la jurisprudencia de la Corte Constitucional.., que la acción de tutela es 
procedente contra providencias judiciales cuando, además de violar derechos fundamentales, 
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la providencia se constituye en una auténtica vía de hecho, es decir, cuando se presenta una 
transgresión mayúscula en la cual el fallador reemplaza la ley por su voluntad, adoptando una 
medida que contiene un fundamento caprichoso o abusivo que vulnera derechos fundamenta-
les como ocurrió en el presente caso". 

lv. LADECISIONDE SEGUNDA INSTANCIA 

La Sección Tercera del H. Consejo de Estado, mediante fallo de octubre 15 de 1998, confir-
mó la decisión judicial del Tribunal Administrativo del Cesar, aunque por razones diferentes. El 
Alto Tribunal acogió la tesis de esta Corporación acerca de la procedencia de la tutela contra 
providencias judiciales, cuando se configura una vía de hecho. 

En el caso sub lite, sin embargo, estimó que el Centro de Conciliación y Arbitraje del 
Colegio de Abogados del Cesar no incurrió en vía de hecho, por las razones que a continua-
ción se extractan: 

"... las presuntas irregularidades cometidas por el Tribunal de Arbitramento no son de 
recibo en el presente caso pues, tal como lo advierte el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Valledupar, al resolver el recurso de anulación del Laudo Arbitral, la Embotelladora Román 
S.A., encontró dentro del proceso arbitral las garantías necesarias para ejercer su propia defen-
sa; sin embargo, asumió actitud pasiva en el trámite arbitral pues no protestó en la forma y 
tiempo debido contra las supuestas irregularidades cometidas, circunstancia que generó el 
saneamiento de los presuntos vicios del proceso arbitral. 

Además, la Embotelladora Román S.A. gozó de las oportunidades necesarias para ejercer 
su propia defensa dentro del trámite arbitral, razón que descarta la supuesta vía de hecho 
alegada en la demanda de tutela. 

No sobra advertir que la citada sociedad, en el curso del proceso arbitral, no contestó la 
demanda, no pidió pruebas en la primera audiencia de trámite ni propuso excepciones. En estas 
condiciones, tal y como lo advierte el señor Nicolás Viloria de la Hoz (parte en el proceso 
arbitral) "si el accionante se quedó sin defensa probatoria, la causa es imputable a él mismo y 
no al Tribunal de Arbitramento. 

hL CONSIDERACIONES DELA SALA DE REVISION 

Primera. La Competencia 

La Sala Octava de Revisión de Tutelas de la Corte Constitucional es competente para 
revisar el fallo de la referencia, según lo preceptúan los artículos 86 y 241-9 de la Constitución 
Política, en armonía con los artículos 33,34 y  35 del Decreto 2591 de 1991. 

El presente examen se hace en virtud de la selección que de la sentencia de tutela practicó 
la Sala correspondiente y del reparto que se efectuó, de conformidad con el reglamento de esta 
Corporación. 
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Segunda. Omisiones en los fallos materia de revisión. 

Debe la Sala comenzar su examen advirtiendo que los fallos que ahora se revisan omitieron 
el análisis de aspectos de crítica importancia, a saber: 

El Tribunal Administrativo del Cesar rechazó de plano la tutela, mediante decisión superfi-
cial y errónea que, en forma manifiesta, contraría la jurisprudencia constitucional sobre la 
procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales cuando se configura una vía 
de hecho. 

Ciertamente, sorprende a esta Sala que pese a que desde su ya conocida sentencia C-543 de 
1992 es reiterada la jurisprudencia en que la H. Corte Constitucional ha aceptado la proceden-
cia de la acción de tutela contra sentencias judiciales, en los casos y bajo los supuestos que ha 
configurado y caracterizado en su muy copiosa jurisprudencia sobre el tema, el Tribunal Admi-
nistrativo del Cesar haya pronunciado un fallo cuya motivación es manifiestamente contraria a 
la jurisprudencia del máximo intérprete y guardián de la Carta Política. 

Por su parte, la sección Tercera del H. Consejo de Estado, rechazó por improcedente la 
presente acción, por considerar que el Tribunal de Arbitramento no incurrió en vía de hecho, 
sin detenerse a examinar si existían o no otros medios de defensa eficaces y si existía un peligro 
inminente que ameritara la interposición de la acción con miras a obtener el accionante un 
amparo transitorio. 

Ciertamente, esta Sala de Revisión advierte que la Sección Tercera del H. Consejo de 
Estado no analizó el tema de la procedencia de la tutela frente a la existencia de otros mecanis-
mos de defensa judicial, no obstante lo cual examinó el fondo de la cuestión y encontró 
ajustado a derecho el laudo impugnado, por no encontrar configurada la alegada vía de hecho. 

Es, pues, imperativo para esta Sala adentrarse en el examen de los aspectos omitidos, por 
cuanto se trata de presupuestos sustanciales de la acción. 

Tercera. Improcedencia de la tutela contra vías de hecho cuando existen en el ordenamiento 
jurídico otros medios de defensa judicial. 

La jurisprudencia constitucional ha reconocido la procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales cuando se ha incurrido en una vía de hecho que afecte derechos 
constitucionales fundamentales, pero siempre que se observen los demás requisitos de 
procedibilidad de la citada acción. 

Así, atendiendo al carácter subsidiario y residual del recurso de amparo (art. 86 C.P.), 
éste sólo procede contra una vía de hecho judicial cuando el ordenamiento jurídico no tiene 
previstos otros mecanismos de defensa que puedan invocarse, o cuando, existiendo, se utiliza 
la tutela como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, 
caso en el cual la orden de protección permanece únicamente hasta que resuelva de fondo la 
autoridad competente (art. 8° del Decreto 2591 de 1991). 

Sobre el particular, señaló esta Corporación' en reciente pronunciamiento: 

Sentencia T-008/98, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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"La Corte Constitucional ha entendido que la acción de tutela no procede contra decisio-
nes judiciales, salvo que se trate de una vía de hecho que afecte derechos constitucionales 
fundamentales y siempre que se cumplan los restantes requisitos de procedibilidad de la citada 
acción. En este sentido, la tutela sólo habrá de proceder contra una vía de hecho judicial si no 
existe ningún mecanismo ordinario de defensa o, si éste existe, a condición de que el amparo 
constitucional resulte necesario para evitar la consumación de un perjuicio irremediable de 
carácter iusfundamental." 

Como esta Corte  lo tiene establecido: 

11 

la independencia funcional de los jueces no se puede restringir a través de la tutela, ni se 
puede, en ella, suplantar al funcionario del conocimiento en las labores que le son propias. 

11 

Al pronunciarse en estrado de tutela sobre un caso análogo al que en esta oportunidad se 
examina, también referido a una presunta vía de hecho en laudo arbitral, la Sala Novena' de 
Revisión de esta Corte Constitucional, mediante sentencia T-608 de 1998, de la que fue ponen-
te el H. Magistrado Vladimiro Naranjo Mesa, sobre este aspecto, reiteró que lo siguiente: 

11 

la acción de tutela es una institución procesal de naturaleza residual que no le otorga al 
presunto afectado la posibilidad de acceder a ella de manera discrecional, promoviendo su 
ejercicio en forma simultánea y concurrente con otros recursos legales que ... han sido 
dispuestos en el ordenamiento jurídico para proteger el debido proceso y el derecho de 
defensa de quienes son parte en una actuación judicial. (Enfasis fuera de texto) 

11 

Y más adelante, añadió: 

11 

La acción de tutela no ha sido diseñada como un medio judicial alternativo, ni tampoco 
adicional o complementario a los estatuidos legalmente para la defensa de los derechos en 
general. No se trata de una institución procesal que tienda a remplazar los procesos ordina-
rios o especiales y, menos aún, a desconocer los mecanismos dispuestos al interior de estos 
procesos para controvertir las decisiones que se adopten.` 

Atendiendo a los principios constitucionales que la orientan (art. 86 C.P.), la acción de 
tutela persigue, pues, una protección efectiva y actual, pero supletoria, de los derechos 
constitucionales fundamentales. Por eso, cuando se utiliza como mecanismo transitorio de 

2  Sala Cuarta de Revisión de Tutelas. Magistrados Ponentes Drs. José Gregorio Hernández Galindo, Hernando Herrera 
Vergara y Carlos Gavina Díez. Sentencia T-449 de 1994. 
Magistrados Ponentes Drs. Antonio Barrera Carbonen y Alfredo Beltrán Sierra 
Cfr., entre otras, las sentencias C-543/92 y T-604/96. 
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protección, es forzoso demostrar no sólo la inminencia del daño y la urgencia del titular del 
derecho para precaver el perjuicio, sino también la gravedad de los hechos que, además, no 
pueden traducirse en la simple posibilidad de una lesión sino en la certeza de sufrir un daño 
irreparable que no permita retornar las cosas a su estado anterior' 

Sobre el particular, manifestó la Sala Novena de Revisión: 

La Carta Política (art. 86 inc. 3o.) establece como requisito sine qua non para que proceda 
la acción de tutela, el que no exista otro medio de defensa judicial salvo que se trate de evitar 
un perjuicio irremediable. 

"Para determinar la irremediabilidad del perjuicio hay que tener en cuenta la presencia 
concurrente de varios elementos que configuran su estructura, como la inminencia, que exige 
medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inmi-
nente, y la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como 
mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales funda-
mentales. La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad de 
considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y 
como medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos fundamentales que 
se lesionan o que se encuentran amenazados. Con respecto al término "amenaza" es conve-
niente manifestar que no se trata de la simple posibilidad de lesión, sino de la probabilidad de 
sufrir un mal irreparable y grave de manera injustificada. La amenaza requiere un mínimo de 
evidencia fáctica, de suerte que sea razonable pensar en la realización del daño o menoscabo 
material o moral." (Sentencia T- 225/93, M.P., doctor Vladimiro Naranjo Mesa) 

Ha de concluirse entonces, que la acción de tutela es un instrumento jurídico de naturaleza 
residual, que si bien le brinda a las personas la posibilidad de acudir a la justicia de manera 
informal para promover la protección directa de sus derechos constitucionales fundamentales, 
exige, como requisito de procedibilidad, que el afectado no disponga de otros medios judicia-
les de defensa o que el daño alegado en esta sede revista la característica de irremediable, 
entendiendo como tal, aquella situación de riesgo que de no ser controlada oportunamente, 
conllevaría un daño o deterioro irreversible a los derechos presuntamente afectados. 

11 

Así, pues, ha sido uniforme la jurisprudencia de la Corte Constitucional y sus Salas de 
Revisión en la que, se ha reiterado que, conforme al artículo 86 de la Carta Política, la acción de 
tutela es un mecanismo de protección excepcional que debe operar únicamente cuando el 
sistema jurídico no haya previsto otros medios de defensa, o si, analizadas las circunstancias 
del caso concreto, las vías procesales ordinarias resultan probadamente ineficaces o puramen-
te teóricas para lograr la protección invocada, sobre la base de la urgencia con que se requiere 
la orden judicial, o para evitar un perjuicio irremediable. 

Cuarta. El caso concreto 

En el caso presente considera esta Sala de Revisión, que la acción de tutela es procedente 
por cuanto, si bien, en abstracto, contra los laudos arbitrales procede intentar ante la Sala de 

Cfr., entre otras, las sentencias T-225/93, T-015/95, T-150/95 y T-208/95. 
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Casación Civil de la H. Corte Suprema de Justicia el recurso extraordinario de revisión, los 
hechos constitutivos de las supuestas violaciones al debido proceso y al derecho de defen-
sa del accionante, en particular, la falta de jurisdicción y competencia, no están contemplados 
dentro de las causales que, en teoría, dan lugar a dicho recurso, al tenor de lo preceptuado en 
el artículo 380 del C. de P.C. 

En estas circunstancias, compete a esta Sala de Revisión de Tutelas de la Corte Consti-
tucional emitir un pronunciamiento de fondo sobre la supuesta vía de hecho en que incurrió 
el Tribunal de Arbitramento, convocado para dirimir el conflicto de naturaleza contractual 
surgido entre el señor Nicolás Viloria de la Hoz y la Embotelladora Román S.A., pues, las 
supuestas violaciones al derecho de defensa y al debido proceso que se alegan, son de 
aquellas que deben ser examinadas en sede de tutela, pues tocan con típicas transgresiones 
de derechos constitucionales fundamentales, para cuya protección precisamente se ha pre-
visto este instrumento de amparo. 

Quinta.- Improcedencia de la acción de tutela por supuesta configuración de vía de 
hecho cuando el actor ha dejado de interponer los recursos ordinarios de defensa de sus 
derechos, habiendo tenido la oportunidad de hacerlo, por existir las condiciones fácticas y 
legales que le hubieran permitido emplearlos efectivamente. 

De otra parte, constata esta Sala de Revisión que en el presente caso, el peticionario 
pretende emplear la acción de tutela para revivir una cuestión judicial que precisamente fue 
decidida en forma adversa a sus intereses, a causa de las omisiones que -dicho sea de paso, 
ha pretendido aducir en su favor en tres ocasiones- y que en la sub-lite, pretende hacer valer 
por la vía de la tutela, argumentando la supuesta configuración de una vía de hecho sin que, 
por este aspecto tampoco se den sus presupuestos materiales, pues las irregularidades en 
que pretende sustentarla y que según su alegación, supuestamente configuran las pretendi-
das violaciones de los derechos al debido proceso y a la defensa que pretende alegar a su 
favor, LE SON IMPUTABLES. 

No hay ninguna prueba en el proceso arbitral que dió lugar al expediente de tutela que se 
revisa, sobre omisión o actitud caprichosa o arbitraria del Tribunal de Arbitramento al profe-
rir el Laudo Arbitral que se cuestiona, como tampoco encontró esta Sala que en la producción 
y valoración del acervo probatorio se hubiese incurrido en comportamientos contrarios al 
respeto debido a los derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa del actor. 

Si el Laudo Arbitral y el recurso de anulación del mismo le fueron adversos, ello es 
consecuencia de las omisiones en que incurrió su apoderado durante el trámite arbitral, 
quien se abstuvo de ejercer los recursos que la ley concede para cuestionar las presuntas 
irregularidades; en particular, la de la falta de jurisdicción y competencia, con lo que las 
subsanó. 

Así, pues, tampoco encuentra esta Sala de Revisión que la actuación del Tribunal de 
Arbitramento haya sido contraria a los hechos probados. 

Sexta. Actuación de los apoderados judiciales de La parte demandada. 
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Aunque no sea materia de la acción de tutela, llama la atención de esta la Sala de Revi-
sión, la circunstancia de que el abogado EMILIO QUINTERO AARON, haya sido sucesivamente 
apoderado de las parte demandante constituida por el Sr. Nicolás Viloria de la Hoz y de la parte 
demandada, EMBOTELLADORA ROMAN S.A. en cuyo nombre suscribió el contrato de 
distribución cuya terminación unilateral precisamente suscitó la controversia que dió lugar a la 
presente acción de tutela (fi. 38), por lo cual, puede estar incurso en una violación del régimen 
legal y ético de la profesión de abogado. 

De igual modo, observa que la actitud pasiva del abogado ALVARO CASTRO CASTRO 
durante el trámite arbitral, en el que no contestó la demanda, ni propuso excepciones, ni pidió 
pruebas durante la primera audiencia de trámite, según lo observaron tanto el Tribunal de 
Arbitramento al pronunciar el Laudo Arbitral, como el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Valledupar al confirmar el Laudo, y la Sección Tercera del Consejo de Estado al resolver la 
impugnación de la presente tutela, rechazándola por no haber vía de hecho, pudo haber perju-
dicado a la EMBOTELLADORA ROMAN S.A. al no haber representado en forma idónea sus 
intereses. Ciertamente, al no haber protestado en la forma y tiempo debido contra las supues-
tas irregularidades cometidas, generó el saneamiento de los presuntos vicios del proceso 
arbitral a más de consentir en algunas de ellas, como ocurrió y. gr., durante la primera audiencia 
en la que aceptó expresamente la competencia territorial del Tribunal de Arbitramento confor-
mado por el Centro de Conciliación y Arbitraje del Colegio de Abogados del Cesar. 

Por ello, enviará copia de la presente providencia a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional 
de la Judicatura para que investigue, en lo de su competencia, la actuación de los abogados 
mencionados. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Octava de Revisión de la Corte Constitucional, adminis-
trando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución Nacional, 

RESUELVE: 

Primero.- RECHAZASE por improcedente la acción de tutela y, en ese sentido confírmase 
la parte resolutiva de la sentencia del Tribunal Administrativo del Cesar del 10 de septiembre de 
1998, pero por las razones consignadas en la presente providencia. 

Segundo.- LIBRENSE las comunicaciones de que trata el artículo 36 del Decreto 2591 de 
1991, para los efectos allí contemplados. 

Tercero.- Ordenar que se COMPULSEN copia de la presente providencia y del expediente 
al H. Consejo Superior de la Judicatura -Sala Disciplinaria, para que investigue la actuación de 
los abogados: EMILIO QUINTERO AARON y ALVARO J. CASTRO CASTRO y de los magis-
trados: CARLOS A. GUECHA MEDINA, JORGE SAADE MARQUEZ y OLGA VALLE DE DE 
LA HOZ del Tribunal Administrativo del Cesar en lo de su competencia. 

Cópiese, notifíquese, cúmplase y publíquese e insértese en la Gaceta de la Corte Constitu-
cional. 

Comuníquese y cúmplase 
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FABIO MORON DIAZ, Magistrado Ponente 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

PABLO ENRIQUE LEAL RUIZ (E), Secretario General 
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SENTENCIA T-295 
mayo 4 de 1999 

TUTELA CONTRA SOCIEDAD DE ECONOMIA MIXTA 
-Frente a sus trabajadores actúa como particular 

SUBORDINACION-Disminución de pensión/INDEFENSION-Disminución de pensión 

PENSION DE JUBILACION-Es un derecho subjetivo 

SITUACIONES JURIDICAS SUBJETIVAS-Inmutabilidado intangibilidad 

ACTO PROPIO-Respeto 

Un tema jurídico, que tiene como sustento el principio de la buena fe, es el del respeto al 
acto propio, en virtud del cual, las actuaciones de los particulares y de las autoridades 
públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe. Principio constitucional, que 
sanciona como inadmisible toda pretensión lícita, pero objetivamente contradictoria, con 
respecto al propio comportamiento efectuado por el sujeto. Se trata de una limitación del 
ejercicio de derechos que, en otras circunstancias podrían ser ejercidos lícitamente; en 
cambio, en las circunstancias concretas del caso, dichos derechos no pueden ejercerse por 
ser contradictorias respecto de una anterior conducta, esto es lo que el ordenamiento jurí-
dico no puede tolerar, porque el ejercicio contradictorio del derecho se traduce en una 
extralimitación del propio derecho. 

ACTO PROPIO-Condiciones para su aplicación 

El respeto del acto propio requiere de tres condiciones para que pueda ser aplicado: a) 
Una conducta jurídicamente anterior relevante y eficaz. b) El ejercicio de una facultad o de 
un derecho subjetivo por la misma persona o centros de interés que crea la situación litigiosa, 
debido a la contradicción -atentatorio de la buena fe- existente entre ambas conductas. c) 
La identidad del sujeto o centros de interés que se vinculan en ambas conductas. 

REVOCACION DIRECTA DE ACTO ADMINISTRATiVO PARTICULAR Y CONCRETO-
Protección de derechos adquiridos frente a particulares 

La Corte Constitucional, tratándose de tutelas contra autoridad pública, ha defendido 
la ejecutividad, obligatoriedad y eficacia del acto administrativo y ha considerado que hay 
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violación de derechos fundamentales cuando ocurre revocatorias directas, sin autorización 
de quien haya adquirido el derecho. Cuando la tutela, como en el presente caso, no es 
(dentro de la estructura de la acción de tutela) propiamente contra autoridad pública, 
entonces, con igual razón hay que proteger las determinaciones ya tomadas, que han cons-
tituido un derecho adquirido para el beneficiado y que no pueden ser modificadas sin la 
autorización del favorecido porque se ha consolidado en él una situación jurídica concreta, 
que al ser variada afecta la buena fe y la seguridad jurídica; de ahí que viene al caso esta 
teoría del respeto al acto propio, con su proyección en la definición de asuntos laborales y 
prestacionales, máxime cuando las determinaciones sobre el trabajo, en democracia, no 
pueden ser dictadas por una sola de las partes: el empleador; ya que si ello ocurriera se 
afectaría el principio de la buena fe y aun los derechos a la dignidad e irrenunciabilidad. 

PRINCIPIO DE AUTONOMIA DE LA VOLUNTAD-Renuncia a los derechos no 
es ilimitada/DERECHOS FUNDAMENTALES-krenunciabilidad 

La posibilidad de renunciar no es ilimitada en el caso de los derechos constitucionales 
fundamentales; sólo existe cuando se produce en condiciones de igualdad, y resulta proble-
mática cuando la renuncia se inserta en una relación de poder que con ella queda reforzada 
o que hace suponer que ella no es voluntaria: no es lo mismo renunciar a un derecho frente 
a iguales que hacerlo en beneficio de quien tiene poder. La renuncia es eficaz sólo cuando se 
produce en ejercicio de la libertad concedida por el derecho. No cabe reducir la función 
constitucional de los derechos fundamentales constitucionales que son inalienables, a la 
simple garantía de la autonomía de la voluntad. No cualquier renuncia a un derecho funda-
mental supone un ejercicio legítimo del mismo. En la medida en que se consideren 
irrenunciables, los derechos no sólo operan frente a los demás particulares, sino que limitan 
la libertad de su propio titular; supone la simple pervivencia de ciertos derechos como tales. 
Esto es, determinadas posibilidades jurídicas de defensa subsisten aunque el particular no 
las utilice o, incluso, las renuncie formalmente. Nadie puede oponer tal renuncia a la liber-
tad personal, ni siquiera para exigir la correspondiente responsabilidad. La renuncia cabe, 
sin embargo, en la medida en que el derecho renunciado tenga por sentido la garantía a la 
intimidad o al libre desarrollo de la personalidad. 

PERJUICIO IRREMEDIABLE-Elementos 

DERECHOALA SEGURIDAD SOCIAL DE PERSONAS DE LA TERCERA EDAD- 
Protección del jubilado 

PENSION DE JUBILACION-Revocación por particular 
sin consentimiento expreso y escrito del titular 

PENSION DE JUBILACION-Disminución por lo que recibe 
como jubilado de otra institución 

PENSION DE JUBILACION-Disminución arbitraria en persona de avanzada edad enferma 

TUTELA TRANSITORIA A PERSONAS DE LA TERCERA EDAD-Pago de totalidad de 
pensión sin descontar lo recibido por otro estamento y concepto 
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Referencia: Expediente T-190164 

Accionante: Alberto Rebollo Bravo 

Juzgador de origen: Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

Tema: Respeto al acto propio 

Situaciones jurídicas particulares y concretas 

No disminución de la pensión de jubilación 

Magistrado Ponente: Dr. ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO 

Santa Fe de Bogotá, D.C., mayo cuatro (4) de mil novecientos noventa y nueve (1999) 

La Sala Séptima de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados 
doctores Fabio Morón Díaz, Vladimiro Naranjo Mesa y Alejandro Martínez Caballero, quien la 
preside, en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, y 

EN NOMBRE DEL PUEB W 

Y 

POR MANDATO DE LA CONSTITUCION 

Ha pronunciado la siguiente 

SENTENCIA 

Dentro de la tutela instaurada por Alberto Revollo Bravo contra la entidad denominada 
Bancafé (antes Banco Cafetero). Expediente T-190164. 

ANUEDENFES 

1. El doctor Alberto Revolio Bravo, es actualmente mayor de setenta años y está afectado 
por una enfermedad coronaria-RVM, EPOC, arterioesclerótica carotidea (así lo expresan los 
dictámenes médicos), por la cual ha sido operado en dos oportunidades y le han implantado un 
marcapasos permanente y tres puentes coronarios. 

2. En el año de 1985 adquirió el derecho a una pensión vitalicia de jubilación, que debe 
pagar, antes el Banco Cafetero y ahora Bancafé, en las condiciones señaladas en el acto 
jurídico que le reconoció la prestación: Resolución 199 de 21 de julio de 1985, cuyos numerales 
10 y 2° de la parte resolutiva establecieron: 

"Artículo 1°. Reconocer afavor del señor ALBERTO REVOLLO BRAVO, de las condicio-
nes civiles anotadas atrás, una pensión vitalicia de jubilación oficial equivalente a la suma 
de DOSCIENTOS NOVENTA Y TRES MIL NOVECIENTOS PESOS CON 17/100 ($293.900,17) 
mensuales, desde el 13 de abril de 1985, fecha en la cual se produjo su retiro del servicio 
oficial según consta en declaración extrajuicio rendida en el Juzgado Trece Civil del Circui-
to de Bogotá. 
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Artículo 2°. El valor de la anterior pensión de jubilación será cubierto mensualmente, en su 
totalidad por el Banco Cafetero, el cual tendrá derecho a repetir contra los organismos obliga-
dos al pago, a prorrata del tiempo que el pensionado hubiere servido en ellos, de conformidad 
con el artículo 28 del Decreto (sic)". 

Aunque no ha sido motivo de mención alguna, ni en esta tutela ni en ningún otro juicio, es 
obligación indicar que al final de la Resolución 199 de 1985 aparece la notificación que se le hizo 
a Alberto Revollo Bravo y a continuación de ésta hay una nota (también firmada por el actor) 
que dice: "En desarrollo del artículo 9° de la anterior Resolución, autorizo al Banco Cafe-
tero para que descuente mensualmente de mi mesada pensional las sumas correspondientes 
para abonar a Deudores Varios a mi cargo, por concepto de mesadas pensionales que llegue 
a recibir de manera simultánea del Instituto de Seguros Sociales con la pensión del Banco 
Cafetero y por cualquier otro concepto". El artículo 9° de la Resolución al cual se refiere la 
nota dice textualmente: "El Banco procederá a suspender el pago de las mesadas pensionales, 
reconocidas por esta Resolución, en el evento de incumplimiento del punto anterior por 
parte del pensionado". El punto anterior es del siguiente tenor: "Artículo 8°. El pensionado 
queda comprometido a tramitar, el reconocimiento por parte del Instituto de los Seguros 
Sociales de las pensiones a que se hiciere acreedor, una vez reunidos los requisitos estable-
cidos en los respectivos reglamentos ". Y así lo hizo el doctor Revollo Bravo. 

3. Pero, el ISS inicialmente no le reconoció al doctor Revollo Bravo la prestación, (Resolu-
ción 03471 del 29 de mayo de 1990), motivo por el cual el propio Banco Cafetero interpuso los 
recursos y fue así como el 28 de marzo de 1994 se revocó la anterior Resolución y se profirió por 
parte del ISS la #001196 que reconoció y ordenó pagar la pensión de vejez, agregando que "A 
partir de la ejecutoria de esta providencia, el Banco Cafetero continuará pagando única-
mente la diferencia entre la pensión de jubilación y la de vejez del ISS". En los considerandos 
se indicó que "es incompatible la percepción de las dos pensiones en forma completa y 
simultánea de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 128 de la Constitución Política", 
aunque también se advirtió en la Resolución del ISS que "la pensión de jubilación no reviste 
el carácter de compartida con la de vejez que reconoce y paga el ISS". 

Al final de esta Resolución 129 de 1995, nuevamente el Banco puso una nota que dice: 
"Autorizo a Bancafé, para que descuente de mis mesadas pensionales los mayores valores 
que llegara a pagarme ya sea por error o por cualquier otro concepto". Pero, esta nota no 
fue firmada por Alberto Revollo Bravo. 

4. En el mismo año de 1995, el doctor Revollo Bravo fue afectado por otra Resolución, la N' 
129 del 11 de mayo de 1995, esta vez proferida por Bancafé (Sociedad Anónima de Economía 
Mixta del Orden Nacional), que reformó unilateralmente y sin el consentimiento del titular del 
derecho, lo que ya se le había otorgado en 1985, por cuanto la nueva Resolución redujo de la 
mesada de la pensión de jubilación la suma que el mencionado doctor Revollo Bravo recibe del 
ISS por concepto de pensión de vejez. El argumento esgrimido por Bancafé en la Resolución 
129 de 1995 fue que "el exempleador sólo está obligado a pagar la diferencia  que resulte al 
efectuar la deducción de la pensión del Instituto de Seguros Sociales, de la reconocida por 
el Banco..." La parte resolutiva de la Resolución de Bancafé dice expresamente: 

"Modificar, coma en efecto lo hace, los artículos 1° y 2° de la Resolución No. 199 del 21 
de junio de 1985, emanada de la Vicepresidencia Administrativa de este entidad, en sentido 
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de deducir la pensión por vejez reconocida por el Instituto de los Seguros Sociales, de la 
pensión de jubilación oficial otorgada por Bancafé al señor Alberto Revollo Bravo, confor-
me a lo expuesto en la parte considerativa del presente Acto Administrativo..." 

5. Está probado que la modificación de la pensión de jubilación fue unilateral. En primer 
lugar porque es una aseveración del peticionario de la tutela que no ha sido desvirtuada; en 
segundo lugar porque en la contestación de la demanda, en un juicio ordinario laboral que 
cursa en el Juzgado 10 Laboral de Bogotá, -Alberto Revollo Bravo vs. Bancafé-, el apoderado 
de la entidad demanda aceptó el hecho sexto de la demanda que hace mención a que se 
"reformó unilateralmente y sin consentimiento de mi poderdante (Revollo Bravo), mediante 
Resolución 129 del 11 de mayo de 1995, la Resolución inicial, o sea la Resolución 199 del 
21 dei  ulio de 1985... ", como también se aceptó en el juicio laboral por parte de la demandada 
que era cierto el hecho 10°  que hacía referencia a la reclamación del doctor Revollo dirigida a 
agotar la via gubernativa instaurada contra la mencionada Resolución N° 129/95, recurso que 
no prosperó. Es más, dentro del expediente de tutela obra un escrito (no redargüido como falso 
en su contenido por Bancafé) en el cual el Director Jurídico de Bancafé, Carlos Humberto 
Jaimes, le pide al abogado del Banco, Jaime Cerón Coral, que corrija la contestación de la 
demanda frente a los hechos 1°, 2°, 3°, 4° y 90, en el sentido de aceptarlos como CIERTOS; 
hechos que se refieren al lleno de requisitos para obtener la prestación (hechos 1° y 2°), a la 
obtención de la pensión de jubilación en 1985 (hecho 30),  a la circunstancia de que la Resolu-
ción que decretó la pensión de jubilación no dispuso que dicha pensión debía ser compartida 
entre Bancafé y el ¡SS (hecho 4°) y a que se interpuso reposición por parte del jubilado contra 
la Resolución 129 de 1995 que le disminuyó el monto de la pensión. 

6. En efecto, el 18 de mayo de 1995 el doctor Revollo pidió que se revocara la ya citada 
Resolución 129 del 11 de mayo de 1995 pero el 8 de agosto de 1995 Bancafé la confirmó en 
todos sus términos. 

7. Desde cuando se expidió la Resolución 129, la crítica que Revollo Bravo le formuló a esa 
actuación se basó en que la determinación del Banco fue unilateral y completamente contraria 
a las normas y jurisprudencia, y se ha venido respaldando esta última afirmación con dos 
sentencias proferidas precisamente dias antes de expedirse el 11 de mayo de 1995 la Resolu-
ción 129; esas sentencias son la de la Corte Suprema de Justicia de 27 de enero de 1995 que dijo: 
"puede decirse entonces que el ISS se convirtió en un mero administrador de los dineros que 
aportan los asalariados y empleadores con el compromiso de manejarlos; por consiguiente 
no puede afirmarse que las pensiones que éste otorgue provinieron del Tesoro público"; 
jurisprudencia que es también aceptada por la Sección Segunda del Consejo de Estado en fallo 
de 3 de abril de 1995 que declaró nulos unos artículos del reglamento general del seguro social 
en cuanto a invalidez, vejez y muerte y que es la segunda jurisprudencia que el solicitante 
invoca. Luego, según el doctor Revollo, la afectación de su pensión fue arbitraria y significó 
una desmejora de sus condiciones de pensionado "pues, para tal hecho debe haber provi-
dencia judicial que así lo determine o consentimiento del pensionado afectado". 

8. Informa el solicitante de la tutela que el 18 de febrero de 1998 instauró el correspondiente 
juicio ordinario laboral. Y, evidentemente, por petición de la Corte Constitucional ha sido 
agregado al expediente de tutela la copia íntegra de aquel proceso laboral, que cursa en el 
Juzgado Décimo del Circuito Laboral de Santafé de Bogotá, apareciendo como última actua- 
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ción judicial (en las copias remitidas a la Corte) el auto de 4 de diciembre de 1998 que señaló 
dentro de dicho proceso el 24 de marzo de 1999 como fecha para la audiencia de conciliación y/ 
o primera de trámite. 

9. De las copias remitidas a la Corporación se colige también que los dos argumentos 
centrales en el juicio ordinario laboral son estos: No podía Bancafé acudir al mecanismo de la 
revocatoria unilateral, ni mucho menos hacerlo con el argumento de que el doctor Revollo 
Bravo no podía al mismo tiempo percibir su pensión de jubilación (por parte de Bancafé) y de 
vejez (por parte del ISS) porque no hay incompatibilidad entre ellas (en el caso concreto del 
solicitante), según las ya citadas jurisprudencias del Consejo de Estado y de la Corte Suprema 
de Justicia. 

10. Es por ello que en el petitorio en el juicio laboral, por cierto bastante extenso, se pide 
entre otras cosas, que se declare que la Resolución 129 de 1995, emanada de Bancafé, desme-
joró la pensión vitalicia de jubilación sin autorización del beneficiario y en detrimento de sus 
derechos adquiridos; que se declare que no hay incompatibilidad entre la pensión de jubila-
ción decretada por el Banco y la de vejez reconocida por el ISS; que tampoco se trata de 
pensiones compartidas y como corolario de lo anterior que se pague la mesada completa. 

LAACCIONDETUTELA 

• 11. El 1° de septiembre de 1998 el doctor Alberto Revolio Bravo instauró acción de tutela, 
como mecanismo transitorio, contra Bancafé, porque, en sentir del solicitante, le han violado 
derechos adquiridos (art. 58 C.P.), lo han afectado como persona de la tercera edad (art. 46 C.P.), 
se le ha afectado el derecho al pago oportuno y completo de mesadas pensionales (art. 53 
ibidem), y porque con esa actuación se ha desprotegido a una persona débil, con desconoci-
miento de los artículos 1° y 13 de la C. P.. El petitorio en la tutela es del siguiente tenor: 

"Comedidamente y para evitar que se produzca el peijuicio irremediable, solicito se 11JTELE 
o AMPARE mis derechos fundamentales invocados, en forma transitoria, ordenando a Bancafé 
a PARTIR DE LA PRESETANCION DE LA TUTELA, no continuar descontando de mi PEN-
SION DE JIJBILACION OFICIAL el valor de la PENSION DE VEJEZ queme otorgó el I.S.S., por 
no existir incompatibilidad para recibir simultáneamente las dos (2) pensiones, tal como lo ha 
sostenido el Honorable Consejo de Estado, Sección 2a,  acogiendo la tesis sentada por la Sala 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en varios casos, al declarar nulo el literal b) del artículo 
49 de la Resolución 49 de 1990 proferida por el Instituto de Seguros Sociales. 

Igualmente solicito se ordene a Bancafé y con el fin de evitar se continúe causando un 
perjuicio ya causado, me entregue lo que me ha retenido hasta la fecha por el concepto antes 
anotado, pues, su actitud contradice claras jurisprudencia, en perjuicio del suscrito pensiona-
do; retenciones que datan desde el 10 de mayo de 1989, por haberlas recibido el mencionado 
Banco del Instituto de Seguros Sociales. 

Como los derechos laborales invocados en esta tutela ya se tramitan ante el juzgado 10 
Laboral del Circuito de esta ciudad, solicito se tenga en cuenta este hecho a fin de que no se me 
imponga la carga de iniciar el proceso para los efectos contemplado en el artículo 8 del Decreto 
2551 de 1991, pues el suscrito se halla en espera de la sentencia respectiva." 
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